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l. OBJETO y FINES DE ESTE ESTUDIO 
Es consustancial al derecho a la educación la posibilidad de 
satisfacerse en libertad. Pero la educación institucionalizada sobre 
la que se proyecta requiere de ordinario de la organización de los 
medios necesarios en forma de centros, establecimientos o institu-
ciones, que pueden ser muy sencillos y elementales pero que, so-
bre todo a medida que se asciende en los niveles educativos, pue-
den revestir gran complejidad y concitar contribuciones de muy 
variadas personas e incluso de generaciones. 
Esos establecimientos son muchas veces públicos, creados por 
los Poderes públicos, y otras privados, creados por personas dis-
tintas y no instrumentales de las propiamente públicas. 
Especialmente con relación a las universidades y otras institu-
ciones de enseñanza superior, pero también crecientemente con 
respecto a todo tipo de centros escolares, se viene reclamando, 
corno necesaria o conveniente, su autonomía, es decir una capa-
cidad de un más o menos amplio autogobierno. Con frecuencia, 
además, corno veremos, se entiende que tal autonomía debe situar 
el poder de dirección o de gobierno o partes importantes de él en 
la llamada comunidad escolar, universitaria o académica, que for-
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man profesores y alumnos (o sus padres o tutores, cuando son 
menores) y hasta quizás el resto del personal necesario para el 
funcionamiento de los centros, de modo que la autonomía tome 
forma de autogestión o cogestión. 
Suelen proponerse estos principios para los establecimientos 
públicos, o al menos principalmente para ellos, pero también se 
preconizan para los privados. 
Son principios que gozan de notable atractivo y de un amplio, 
aunque vago, respaldo social. Hay que examinar, sin embargo, si 
están realmente al servicio de la mejor satisfacción del derecho a 
la educación en libertad, por qué y en qué medida. Y hay que ver 
si no pueden implicar también, en una aplicación desmesurada, 
riesgos graves precisamente para la educación en libertad, y, con-
siguientemente, para una educación eficiente y de calidad cre-
ciente. De ser así habrá que tratar de marcar los límites que deban 
aplicárseles. 
Es lo que pretendemos hacer en este trabajo, aun dentro de las 
inevitables limitaciones de espacio para problemática de tantas 
implicaciones. 
11. RANGO y ALCANCE JURÍDICOS DE LA AUTONOMÍA "ES-
COLAR" 
1. Su ausencia de los textos internacionales normativos sobre 
derechos humanos: progresiva inclusión por vía interpre-
tativa de los organismos de Naciones Unidas 
1. Ninguna mención hay en la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos (DUDH) ni en los Pactos Internacionales de Nue-
va York a una exigencia de autonomía de los establecimientos 
educativos. 
2. Con todo, el Comentario General 13, sobre el derecho a la 
educación (art. 13 del Pacto Internacional), del Comité de dere-
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chos económicos, sociales y culturales del Consejo Económico y 
Social de la ONU, de 8 de diciembre de 1999 (E/C.12/1999/10)1, 
ha dedicado tres importantes párrafos a la Libertad académica y 
la autonomía institucional. El Comité ha entendido, en el n. 38, 
"que el derecho de la educación sólo puede ser satisfecho si va 
acompañado de la libertad académica del personal docente y de 
los estudiantes", aunque no esté "expresamente mencionada en el 
arto 13", enfatizando además que esto es algo "de aplicación ge-
neral" a "docentes y estudiantes de todo el sector educativo", por 
más que sus comentarios al respecto se refieran "particularmente 
a las instituciones de educación superior porque, en la experien-
cia del Comité, el personal docente y los estudiantes de la educa-
ción superior son especialmente vulnerables a las presiones polí-
ticas o de otro tipo que socavan la libertad académica". 
La libertad académica es, pues, algo implícito en lo exigido 
por el arto 13 del Pacto, con el contenido y alcance que el Comité 
indica en el n. 39 de este su Comentario General, y su desconoci-
miento es considerado expresamente en el n. 59 como violación 
del citado arto 13. Pero además -y es justamente lo que más im-
porta aquí- constituye para el Comité el fundamento de una auto-
nomía institucional que el n. 40 del Comentario General estima 
necesaria concretamente en el ámbito de la educación superior: 
40. El goce de la libertad académica requiere la autonomía de las 
instituciones de educación superior. Autonomía es el grado de autogo-
biemo necesario para un efectivo poder decisorio de las instituciones de 
educación superior con respecto a su trabajo, estándares y gestión aca-
démicos y demás actividades relacionadas con ello. El autogobiemo, sin 
embargo, debe compatibilizarse con sistemas de responsabilidad pú-
blica, especialmente en relación con la financiación proporcionada por 
el Estado. Dadas las inversiones sustancialmente públicas hechas en 
educación superior, debe lograrse un equilibrio apropiado entre auto-
nomía institucional y responsabilidad. Aunque no hay un modelo único, 
1. Hemos manejado el texto oficial inglés y una versión francesa, pero no 
hemos conocido todavía una versión oficial española. 
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la ordenación institucional debiera ser clara, justa y equitativa, y tan 
transparente y participativa como sea posible. 
No cabe disminuir la trascendencia de esta declaración del Co-
mité. El Comentario General no tiene, desde luego, valor norma-
tivo, pero no deja de ser una relevante interpretación que asumen 
los organismos de Naciones Unidas encargados de la supervisión 
del cumplimiento de su ordenamiento jurídico sobre derechos 
humanos. 
Debe destacarse al respecto el ámbito a que se refiere el poder 
decisorio del autogobierno que debe incluir esta autonomía de los 
centros de educación superior: lo propiamente académico: el tra-
bajo o actividad académica (docente o investigadora, habrá que 
entender), la determinación de sus "estándares" o criterios y lo 
referente a su gestión. La autonomía se centra en lo académico, 
aunque sus límites no dejarán de suscitar dificultades de deter-
minación, no sólo por lo impreciso del alcance de lo que sig-
nifique su "gestión", sino porque, corno puede apreciarse en el 
texto del n. 40, el "efectivo poder decisorio" se referirá también a 
las "demás actividades relacionadas" con lo académico. Su funda-
mentación explícita, además, en la libertad académica debe llevar 
a entender que su núcleo esencial radica precisamente en cuanto 
permita garantizar un marco de gobierno y de gestión de lo acadé-
mico que asegure mejor a docentes y estudiantes el ejercicio efec-
tivo de dicha libertad. 
No menos importante resulta, en la comentada declaración, su 
simultáneo énfasis en la responsabilidad, en razón especialmente 
del manejo de recursos públicos; una responsabilidad que, obvia-
mente, implicará predeterminación pública de los objetivos o fi-
nes a que deban servir los recursos públicos, con la consiguiente 
fijación de parámetros por los que pueda medirse la consiguiente 
dación de cuentas y responsabilidad exigible. Sólo así se entiende 
esa llamada del Comité al logro de "un equilibro apropiado entre 
autonomía institucional y responsabilidad (accountability)". Algo 
que puede conseguirse -importa notarlo- de diversos modos -"no 
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hay un modelo único"- aunque todos ellos deberían responder a 
criterios de claridad y transparencia, justicia y equidad (¿hay que 
recordar que la justicia consiste en dar o reconocer a cada uno lo 
suyo, lo que le corresponde, eventualmente, en razón de su capa-
cidad, de su mérito, de su contribución a una tarea común, parti-
cularmente cuando se trata de la justicia distributiva?) y también 
al de participación, en la mayor pedida que sea "posible". 
Es significativa esta última referencia a la participación, en sí 
misma, por los términos tan genéricos, indeterminados y "posibi-
listas" con que se contempla, y por aparecer necesariamente en-
trelazada, en particular, con la justicia y la equidad. Debe desta-
carse sobre todo que se trata de un concepto distinto de la autono-
mía institucional académica, aunque con relevancia para su ins-
trumentación efectiva. 
Por lo demás, es obvio que todas estas determinaciones del 
Comentario General deben articularse adecuadamente con otras 
que él mismo efectúa y con tanto mayor énfasis cuanto reflejan 
disposiciones explícitas del propio arto 13 del Pacto. Tienen parti-
cular importancia a los efectos del objeto de este trabajo, las rela-
tivas a la libertad de crear y dirigir todo tipo de establecimientos 
o instituciones educativas que se proclama en el ap. 4 de dicho 
artículo, y sobre lo cual dice el Comentario General en su n. 30: 
30. En virtud del arto 13.4, cualquiera, incluidos los no nacionales, 
tiene libertad para crear y dirigir establecimientos de enseñanza. Esta 
libertad se extiende a las entidades y personas jurídicas. Comprende el 
derecho de crear y dirigir todo tipo de establecimientos educativos, in-
cluyendo los de educación infantil, universidades y centros de educación 
de adultos. 
Qué duda cabe, en consecuencia, de que la autonomía de las 
instituciones o establecimientos educativos superiores habrá de 
articularse de modo pertinente con los superiores derechos 
directivos de su fundador o creador y "organizador", pues es 
inequívoco que del derecho de cualesquiera personas a crear y 
dirigir centros de enseñanza, proclamado en el arto 13.4 del Pacto 
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Internacional de modo taxativo, no se excluyen, ni mucho menos, 
los centros de enseñanza superior, corno evidencia de modo 
expreso y expresivo el Comentario General, en este n. 30, 
empleando ahora el nombre de universidades. 
3. Al ocuparse el Comité de derechos económicos, sociales y 
culturales, del modo que hemos visto, de la libertad académica y 
de la autonomía institucional (de las instituciones de educación 
superior), recuerda expresamente (Comentario General, nota 17) 
la Recomendación relativa a la condición del personal docente de 
la enseñanza superior, aprobada por la Conferencia General de la 
UNESCO en París, en su 29a reunión, el 11 de noviembre de 
1997, y que indudablemente constituye su fuente de inspiración2. 
Este documento había ya, en efecto, proclamado la importancia 
de una y otra, precisamente en el ámbito de la educación superior. 
Por lo que se refiere en concreto a la autonomía académica ins-
titucional, amén de otras referencias más generales3, debe desta-
carse que todo el apartado V de la Recomendación está dedicado 
a los "derechos, obligaciones y responsabilidades de las institu-
ciones" y se organiza en dos subapartados: el "A", sobre su 
2. En 1993 se habían señalado en Montreal, en un Congreso Internacional 
para la Educación en pro de los derechos humanos y la democracia, organizado 
por UNESCO, unas sintéticas Contribuciones a la preparación de una 
Declaración sobre la libertad académica, de que se dio cuenta a la Asamblea 
General de la ONU, cuyo arto 8 afirmaba que "l. El pleno disfrute de la 
libertad académica y el cumplimiento de las responsabilidades respectivas 
requieren la autonomía de las instituciones de educación superior. 2. Esta au-
tonomía se ejercerá con la participación de todos los miembros de la comu-
nidad académica, incluidos los estudiantes". 
3. Ya el Preámbulo manifiesta la preocupación de la Conferencia "por la 
vulnerabilidad de la comunidad académica a las presiones políticas adversas 
que podrían menoscabar la libertad académica", y su consideración de que 
"sólo se puede disfrutar del derecho a la educación, la enseñanza y la investiga-
ción en un ambiente de libertad y autonomía académicas de las instituciones de 
enseñanza superior y que la libre comunicación de las conclusiones, hipótesis y 
opiniones se sitúa en el centro mismo de la enseñanza superior y constituye la 
mejor garantía de la precisión y la objetividad de la formación académica y la 
investigación". Vid. también el n. 5 
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"autonomía", y el "B", sobre su "obligación de rendir cuentas". 
Los párrafos numerados del 17 al 21 son los dedicados en con-
creto a la autonomía de las instituciones4. Algunas de sus expre-
siones serían tomadas por el Comité de la ONU antes citado para 
efectuar los pronunciamientos ya examinados. Cabe subrayar, sin 
embargo, que por dos veces se advierte que la autonomía no debe 
limitar o perjudicar las libertades académicas o los derechos del 
personal docente ni los derechos humanos en generaL Es impor-
tante notarlo: aunque "forma institucional de la libertad acadé-
mica", debe ordenarse de modo que no se convierta en un aten-
tado contra ella. Y si se dice dos veces, alguna razón debe haber 
para esa insistente advertencia. Es algo que ha de retenerse: la 
protección contra ingerencias "externas" debe acompañarse de las 
medidas precisas que protejan contra indebidas ingerencias "in-
ternas" que procedan de agentes internos de cada institución autó-
4. 17. El ejercicio auténtico de la libertad académica y el cumplimiento de 
las funciones y atribuciones enumeradas más adelante requieren la autonomía 
de las instituciones de enseñanza superior. La autonomía consiste en el grado 
de autogobierno necesario para que las instituciones de enseñanza superior 
adopten decisiones eficaces con respecto a sus actividades académicas, nor-
mas, actividades administrativas y afines, en la medida en que éstas se ciñan a 
los sistemas de control público, en especial por lo que se refiere a la financia-
ción estatal, y respeten las libertades académicas y los derechos humanos. No 
obstante, la índole de la autonomía puede variar en función del tipo de esta-
blecimiento de que se trate. 
18. La autonomía es la forma institucional de la libertad académica y un 
requisito necesario para garantizar el adecuado desempeño de las funciones 
encomendadas al personal docente y las instituciones de enseñanza superior. 
19. Los Estados Miembros tienen la obligación de proteger a las institu-
ciones de enseñanza superior de las amenazas que se presenten contra su 
autonomía, sea cual fuera su origen. 
20. Las instituciones de enseñanza superior no deben utilizar la autono-
mía como pretexto para limitar los derechos del personal docente de la ense-
ñanza superior mencionados en esta Recomendación o en los demás instru-
mentos internacionales que se enumeran en el Apéndice. 
21. El autogobierno, la colegialidad y una dirección académica apro-
piada son elementos esenciales de una verdadera autonomía de las institu-
ciones de enseñan~a superior. 
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noma y que, tal vez por más inmediatos, pueden ser más efecti-
vamente peligrosos5 _ 
Llama la atención, por otro lado, que el n. 21 declare nada 
menos que esenciales para una verdadera autonomía institucional 
"el autogobierno, la colegialidad y una dirección académica 
apropiada". Para tratar de entender lo que quiera decirse con ello, 
hay que leer los nn. 31 y 32, dedicados precisamente a la "auto-
nomía y colegialidad de la gestión", como subapartado "B" del 
apartado VI sobre "derechos y libertades del personal docente de 
la enseñanza superior". Se trata, en suma, de la efectividad del 
principio de participación conforme a las capacidades de cada 
cual en la organización del autogobiemo en que la autonomía ha 
de consistir6. De ello se desprende, que participación y autonomía 
son conceptos distintos, pero que aquélla de algún modo resulta 
esencial para que ésta sea efectiva. 
5. La preocupación por proteger la libertad académica y los derechos 
humanos "frente a" la autonomía se revela también cuando la Recomendación 
se ocupa de la "obligación de rendir cuentas", destacadamente en las letras b), 
c), h) y k) de su n. 22. 
6. Dice el n. 31 que el personal de que se trata "debería tener el derecho y 
la posibilidad de participar, sin discriminación alguna y de acuerdo con sus 
capacidades -importante precisión-, en los órganos rectores, así como de cri-
ticar el funcionamiento de las instituciones de enseñanza superior, compren-
dida la suya propia, respetando al mismo tiempo el derecho a participar de 
otros sectores de la comunidad académica; asimismo, debe tener derecho a 
elegir una mayoría de representantes en los órganos académicos de la institu-
ción de enseñanza superior". A lo que el n. 32 añade, con referencia más ex-
plícita a la colegialidad, que "entre los principios de colegialidad figuran la 
libertad académica, la responsabilidad compartida, la política de participación 
de todos los interesados en las actividades y estructuras internas de adopción 
de decisiones y la creación de mecanismos consultivos", así como que "las 
decisiones que se adopten de forma colegiada deben ser las relativas a la 
administración y determinación de la política de la enseñanza superior, los 
planes de estudios, la investigación, la labor de extensión a la comunidad, la 
asignación de recursos y otras actividades conexas, con el fin de reforzar la 
excelencia y la calidad académicas en beneficio de toda la socieda{{'. 
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Es también importante el último inciso del n. 17: que "la 
índole de la autonomía puede variar en función del tipo de esta-
blecimiento de que se trate". y a incluso, por tanto, dentro de la 
propia educación superior, a que la Recomendación se limita7. 
Tanto más habrá que aplicar este criterio si la autonomía institu-
cional se extiende a niveles educativos inferiores. 
4. La UNESCO volvió a ocuparse de afirmar la autonomía en 
la educación superior al aprobar en la Conferencia Mundial sobre 
la Educación Superior, celebrada en París en 1998 (5 a 8 de oc-
tubre), su "Declaración Mundial sobre la Educación Superior en 
el siglo XXI: visión y acción", expresamente apoyada en la Reco-
mendación a que acabamos de referirnos. 
5. Sin embargo, cuando la misma UNESCO, en combinación 
entonces con la OIT, treinta años antes, en octubre de 1966 -aún 
faltaba más de año y medio para el famoso mayo de 1968-, 
aprobó una Recomendación relativa a la situación del personal 
docente, referida al de los niveles inferiores al de la enseñanza 
superior, aunque también proclamó, en los números 61 y ss., las 
que llamaba sus "libertades profesionales", fundamentalmente 
"académicas", no hacía, bien significativamente, la menor refe-
rencia a una autonomía escolar. Sí mencionaba, en cambio, sus 
derechos de participación, de alcance indeterminado, en cuanto a 
diversos aspectos de la programación y determinación de medios 
7. Al proclamarse en el n. 4 de la Recomendación el principio rector en la 
materia, se tiene en cuenta que, en la educación superior, hay dos tipos dife-
rentes de establecimientos y que, según se trate de unos o de otros, la rele-
vancia y ámbito de la libertad académica deben ser distintos: "Las instituciones 
de enseñanza superior y en particular las universidades son comunidades de 
especialistas que preservan, difunden y expresan libremente su opinión sobre 
el saber y la cultura tradicionales y buscan nuevos conocimientos sin sentirse 
constreñidos por doctrinas prescritas. La búsqueda de nuevos conocimientos y 
su aplicación constituyen la esencia del cometido de esas instituciones. En los 
establecimientos de enseñanza superior donde no se exigen investigaciones ori-
ginales, el personal docente de la enseñanza superior debe mantener y ampliar 
su conocimiento de la materia que enseña mediante su labor intelectual y el 
mejoramiento de sus aptitudes pedagógicas". 
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de la enseñanza y, sobre todo, los de sus organizaciones repre-
sentativas. 
En fin, la Recomendación sobre la educación para la com-
prensión, la cooperación y la paz internacionales y la educación 
relativa a los derechos humanos y las libertades fundamentales, 
también de la UNESCO, adoptada el 19 de noviembre de 1974, 
habla ya también, en su n. 16, de "la participación de los estu-
diantes en la organización de los estudios y de la empresa edu-
cativa a la que asisten", corno algo que "debería considerarse en 
sí corno un factor de educación cívica y un elemento principal de 
la educación para la comprensión internacional", pero sin pasar 
de estas generalidades. 
2. Protección constitucional de la autonomía de las univer-
sidades: contexto 
l. La Constitución Española de 1978 "reconoce la autonomía 
de las Universidades, en los términos que la ley establezca", den-
tro del arto 27, dedicado al "derecho a la educación" y "la li-
bertad de enseñanza", concretamente en el apartado 1 O con el que 
este precepto concluye8. Una proclamación que aparece algo dis-
tante de la que efectúa el arto 20 del mismo texto constitucional, 
dedicado a las libertades de expresión e información, en pro, 
concretamente, de la libertad de "producción y creación literaria, 
artística, científica y técnica" (ap. Lb)) y la "libertad de cátedra" 
(ap. 1.c)), entre otras de sus posibles manifestaciones9. 
8. El Estado unitario español ha sido calificado como "autonómico" por la 
importancia constitucional de las autonomías territoriales, de sentido y trascen-
dencia bien diferentes. Vid. al respecto, por ejemplo, 1. L. MEILÁN GIL, "La 
autonomía universitaria desde una perspectiva constitucional", Anuario da 
Facultade de Dereito da Universidade da Coruña, 3,1999, p. 372. 
9. Destaca esa distancia para extraer consecuencias sobre la autonomía de 
las Universidades, 1. L. MEILÁN GIL, "La autonomía universitaria ... ", cit., 
pp. 382 Y ss. 
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2. No es ni mucho menos lo más usual en el panorama cons-
titucional comparado europeo un reconocimiento similar. Con 
todo, ya la Constitución italiana de 1947, en su arto 33, que se 
inicia declarando que "l'arte et la scienza sono libere e libero ne 
e l'insegnamento", proclamó que "le istituzioni di alta cultura, 
universitd ed accademie, hanno il diritto di darsi ordinamenti 
autonomi ne limiti stabiliti dalle leggi dello Stato". Además, la 
reforma en 2001 del Título V de la Segunda Parte de la Cons-
titución, ha introducido una nueva importante referencia a "l'au-
tonomie delle istituzioni scolastiche", con un alcance que excede 
ya del nivel de la enseñanza superior, aunque lo haga con motivo 
del nuevo reparto competencial entre Estado y Regiones lO. 
A pesar de la relevancia del constitucionalismo alemán para la 
Constitución española de 1978 y, más en particular, en lo que se 
refiere a su tratamiento de la libertad de la ciencia y la autonomía 
de las Universidades, y pese también a la influencia en nuestros 
medios universitarios (intelectuales, sindicales y políticos) del 
movimiento universitario, de la doctrina y de las decisiones le-
gislativas y jurisdiccionales de la Alemania de los años sesenta y 
setenta en la comprensión de la autonomía universitaria y de su 
vinculación a la cogestión o autogestión corporativo-estamental, 
lo cierto es que en la Constitución de la República Federal alema-
na no hay proclamación alguna de la autonomía universitaria 11. 
10. La nueva redacción de su arto 117, al determinar las materias de 
legislación "concorrente" (bajo competencia legislativa de las Regiones dentro 
de los principios fundamentales reservados al Estado), incluye la "istruzione, 
salva l' autonomia delle istituzioni scolastiche", con lo que parece otorgar a ésta 
rango de auténtico principio constitucional. 
11. El arto 5.3 de la Ley Fundamental de Bonn recibió, no obstante, de la 
Constitución de Weimar y de su tradición universitaria contemporánea, la 
cláusula de la libertad de la ciencia, de la investigación y de la enseñanza, a la 
que la doctrina, la legislación y la jurisprudencia constitucional vinculan la 
garantía institucional de la autonomía de la Universidad en cuanto escuela 
superior de carácter científico, contrapuesta a la no científica, algo que es 
conocido allá como el "Grundrecht der deutschen Universitiit". Cfr. Rupert 
SCHOLZ, comentario al arto 5.m, en Maunz-Dürig, Grundgesetz (Kommentar), 
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Por su parte, ya con gran proximidad cronológica a la espa-
ñola, la Constitución de 1975 con la que Grecia encauzó su recu-
peración de la democracia, inicia su largo arto 16 siguiendo al arto 
5.3 de la Ley Fundamental de Bonn, pero menciona expresamente 
además la "libertad universitaria", que trata de garantizar exi-
giendo, en su ap. 5, la constitución de los "establecimientos" uni-
versitarios en "personas morales de Derecho público, plenamente 
descentralizados", aunque "bajo la tutela del Estado", y, en su 
ap. 6, un estatuto funcionarial y protector del profesorado. No hay 
mención alguna, sin embargo, de una autonomía como tal de los 
centros, más allá de lo dicho (amén del fuerte tono estatalista de 
todo el precepto, que prohíbe expresamente en el ap. 8 las ins-
tituciones privadas de enseñanza superior). 
Al año siguiente, 1976, la Constitución de Portugal sí que pro-
clamaría expresamente en su arto 76 que "las universidades gozan 
de autonomía estatutaria, científica, pedagógica, administrativa 
y financiera, de conformidad con la ley". Es la afirmación cons-
titucional sobre autonomía en el ámbito educativo más explícita y 
concreta en el panorama constitucional europeo -sin contar con 
los nuevos Estados democráticos del centro y del este, que, por el 
momento, hemos dejado fuera de nuestro análisis. Y no deja de 
tener interés notar que la proclamación de este principio de auto-
nomía -cuyo alcance, en último término, no deja, por lo demás, 
de remitirse a la ley, como haría el arto 27.10 de la Constitución 
española- se distingue del principio que el arto 77 de la misma 
Constitución portuguesa denomina de "participación democrá-
tica en la enseñanza", en cuya virtud "los profesores y los estu-
diantes tienen derecho a participar en la gestión democrática de 
las escuelas, de conformidad con la ley": una distinción que tam-
bién encontraremos en el art. 27 de la Constitución española, por 
más que haya pasado bastante inadvertida a la doctrina. 
C. H. Beck, mai 1977, pp. 166 Y SS., Y José Luis CARRO, Polémica y reforma 
universitaria en Alemania (libertad científica, cogestión, "numerus clausus"), 
Civitas, Madrid 1976, pp. 46, 56-63, 101 Y ss. Y 139 Y ss. 
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Por lo que se refiere a Francia, nada hay sobre la cuestión con 
rango constitucional, aunque sus universidades recibieron un 
cambio de organización y de régimen muy importante, basado en 
la autonomía y la participación (la cogestión, con limitaciones) a 
raíz de los sucesos de mayo de 1968, en virtud de la Ley de orien-
tación de la enseñanza superior que el ministro Edgar Faure logró 
que la Asamblea Nacional aprobara el 7 de noviembre del mismo 
196812. 
3. Es conveniente tener a la vista el contexto constitucional 
del entorno europeo más conocido -y también la praxis real por 
los años setenta y después- para situar la garantía de la autonomía 
de las universidades contenida en el art. 27.10 de nuestra Cons-
titución, aunque sea como un principio ciertamente "de configu-
ración legal". Pero es aún más importante tener en cuenta el con-
texto derivado de la misma Constitución española, en la que hay 
que destacar que el arto 27.7, aplicable a toda enseñanza, en cual-
quiera de sus niveles, garantiza por separado -como algo distinto, 
por tanto- el principio de participación de la llamada comunidad 
escolar o académica ("Los profesores, los padres y, en su caso, 
los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los 
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en 
los términos que la ley establezca")13. El arto 27.6 garantiza ade-
más a cualesquiera "personas físicas y jurídicas" la "libertad de 
creación de centros docentes, dentro del respeto a los principios 
constitucionales", que, con todo acierto el TC, en aplicación del 
12. Vid. Charles DEBBASCH, L'université désorientée, PUF, Paris 1971. 
13. El principio se limita, sin embargo, a los centros sostenidos con fondos 
públicos, situando, por tanto, su justificación en la financiación pública de los 
centros a los que se aplica. Criticábamos ya este planteamiento en "La edu-
cación en la Constitución Española (derechos fundamentales y libertades pú-
blicas en materia de enseñanza)", Persona y Derecho, vol. 6 (1979), pp. 274 y 
281 Y ss., yen "El art. 27 de la Constitución: análisis de su contenido. Doctrina 
jurisprudencial. Tratados internacionales suscritos por España", Cuadernos de 
Derecho Judicial (Aspectos jurídicos del sistema educativo), CGPJ., Madrid 
1993, pp. 43 Y ss. 
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arto 10.2 de la Constitución, ha entendido que comprende la de 
"dirección" de esos mismos centros, tal y como se desprende del 
13.4 del Pacto Internacional de derechos económicos, sociales y 
culturales l4. Hay que contar asimismo con la ya mencionada pro-
tección explícita en el arto 20 de la libertad literaria, artística, 
científica y técnica (apartado Lb)) y de la libertad de cátedra 
(apartado l.c)). Y, en fin, nada permite soslayar el marco fun-
damental obligado que representan el principio democrático (art. 
1.1) y el de legalidad (arts. 9 y 103.1), o la garantía del derecho 
de acceder en condiciones de igualdad a las funciones públicas 
(art. 23.2) con arreglo a los principios de mérito y capacidad (art. 
103.3), o, igualmente, el régimen de los gastos públicos y de su 
control que se desprende de los arts. 134 a 136, amén de todo lo 
relativo al sistema de distribución de competencias sobre educa-
ción, enseñanza e investigación que deriva principalmente del arto 
149 de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía de las 
Comunidades Autónomas, especialmente tras la reforma de los de 
régimen común culminada en 1999. No todo podrá ser atendido 
aquí. 
3. La autonomía como exigencia legislativa 
1. La introducción en 2001 de la autonomía institucional 
escolar en la Constitución italiana obedece, sin duda, a la más 
reciente tendencia que ha aflorado en los ochenta, acrecentándose 
en los noventa, a afirmar como gran solución a los problemas de 
la escuela pública primaria y secundaria -claramente predomi-
nante en casi toda Europa- su conformación autonómica, a favor 
a la vez de un amplio poder participativo o decisorio de los pa-
dres -sobre todo-, de los alumnos, en su caso, y de los profe-
14. Vid. STC 77/85, sobre la LODE, FJ 20, Y nuestro comentario en "El 
arto 27 ... ", cit., pp. 33 Y ss. Y 23. 
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sores, de modo principalmente que cada escuela pueda determinar 
su propio proyecto educativo, dentro de ciertos límites, para adap-
tarlo a las características y necesidades específicas de su alum-
nado, superando las rigideces del centralismo y uniformismo a las 
que se imputan en gran medida los serios problemas que sufren 
una gran parte de las escuelas públicas. No pocos piensan que de 
ese modo se garantizarían además los derechos de los padres a 
elegir para sus hijos la educación que consideren preferente -no 
sólo en lo religioso y moral- y se aproximarían, en suma, los 
respectivos "status" de la escuela pública y de la llamada escuela 
privada (adjetivo éste que muchos querrían a la vez borrar del 
vocabulario, por considerarlo poco menos que expresivo de va-
lores antisociales e insolidarios y símbolo del egoísmo capita-
lista), obteniendo la escuela de iniciativa social (como preferirían 
denominarla para soslayar esos prejuicios) un plus de justifi-
cación, en razón precisamente de esa equiparación. 
Cualquiera que no haya perdido la memoria de lo que fueron 
los eslóganes de una buena parte de la izquierda occidental euro-
pea de los setenta, no podrá menos de recordar aquella macha-
cona reivindicación de la "escuela única autogestionaria para 
todos" -"pública y laica", solían añadir15- que aparentemente 
tuvo objetivos análogos, aunque muchos de los que defienden con 
ardor en los dos últimos decenios la autonomía escolar lo hacen 
desde presupuestos ideológicos bien distintos y aun completa-
mente opuestos, no tanto para "publificar" o excluir pura y sim-
plemente las escuelas privadas, como pretendían aquéllos, cuanto 
para "cooperativizar" en cierto modo sobre todo las públicas. Ha 
sido quizás, precisamente, en Italia donde la reivindicación de 
esta autonomía ha sido más fuerte, como vía de salida al rígido 
sistema establecido de monopolio escolar público, y no sin cierta 
15. Vid. nuestro "La educación en la Constitución . . . , cit., p. 217, Ángel 
ROMEA SEBASTIÁN, Régimen jurídico de los centros concertados, Aranzadi, 
Pamplona 2003, pp. 45-46, o 1. GEORGEL y A.-M. THOREL, L'enseignement 
privé en France (du VI/le au XXe siecle), Dalloz, Paris 1995, p. 39. 
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ambigüedad en el uso del ténnino, que no pocos mezclan o 
confunden con la defensa de la libertad escolar. No es, por ello, 
casual, que sólo Italia haya llegado a llevar este principio a la 
Constitución. Pero en otros países con arraigado predominio del 
"servicio público" de la enseñanza, en su sentido más estricto de 
monopolio estatal, aunque pueda admitirse su "gestión indirecta" 
por los particulares bajo condiciones severas, como es el caso 
destacado de Francia, se escucha también crecientemente hablar 
de la autonomía como posible solución 16. En Alemania se ha 
introducido asimismo en la doctrina y en las legislaciones de los 
Llinder17. 
2. Esta nueva ola ha llegado a España en los noventa, de la 
mano sobre todo de argumentos y justificaciones pedagógicos, no 
poco impulsores de este movimiento, en la ya indicada línea 
-aparentemente "desideologizada"- de intentar nuevas vías para 
tratar de resolver una situación crecientemente problemática de la 
enseñanza pública, aunque también para tratar de dar aparentes 
16. El propio Luc FERRY, Ministro de Juventud, Educación Nacional e 
Investigación en el Gobierno francés desde la última parte de 2002, ha incluido 
entre sus objetivos ofrecer una mayor autonomía de gestión a los estableci-
mientos escolares (Lettre a tous ceux qui aiment l' école - Pour expliquer les 
réformes en cours, Odile Jacob, CNDP, Paris 2003, pp. 18, 123 y 127-129), 
además de a las universidades (ibid. p. 114). Charles GLENN y Jan DE GROOF 
dan cuenta del papel al respecto de la loi d'orientation de 1989 y del margen de 
los proyectos educativos de los centros públicos (Finding the Right Balance: 
Freedom, Autonomy and Accountability in Education, vol. 1, Lernma, Utrecht 
2002, p. 260). 
17. U na panorámica comparada europea, con informaciones más amplias 
sobre Alemania, en Frank-Rüdiger JACH, Schulveifassung und Bürger-
gesellschaft in Europa, Duncker & Humblot, Berlin 1999. Expone claramente 
y de modo favorable el argumento de la "aproximación" entre escuelas esta-
tales y privadas y la "disminución", a su juicio, de la importancia del "titular", 
merced a la aplicación a unas y otras de esquemas similares mínimos de auto-
nomía, por los que unas y otras se convierten en realidad en "públicas", instru-
mentos de la sociedad civil (p. 80). El valor y positivo interés que reconocemos 
a esta obra en muchos aspectos, no impide nuestra discrepancia al respecto. 
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respuestas válidas a las reivindicaciones de los padres de familia 
sobre la educación de sus hijos. 
Podría argumentarse que la mal llamada "democratización" de 
la escuela mediante el establecimiento de una determinante parti-
cipación de la comunidad escolar (algo que encaja más bien en un 
concepto de "corporativización") se había producido ya mucho 
antes, desde que el Partido Socialista alcanzó el gobierno del Es-
tado e hizo aprobar la polémica Ley Orgánica de 1985, regu-
ladora del derecho a la educación (LODE), puesto que, en su-
puesta aplicación de las previsiones del 27.7 de la Constitución, y 
orientada ideológico-políticamente por aquel objetivo de implan-
tar la "escuela única autogestionaria", había impuesto los con-
sejos escolares tanto en los centros públicos (arts. 41 y ss.) como 
en los privados concertados (arts. 56 y ss.)18. Pero 10 cierto es que 
las facultades que se les reconocían, con ser importantes desde la 
perspectiva de la "autogestión", no comportaban ni fundaban una 
autonomía de cada centro, fuera éste público o privadol9, y sin 
perjuicio, claro está, de que éste fuera expresión -en el caso de 
los privados- de un proyecto docente libremente establecido, en 
el marco del ordenamiento, por la persona física o jurídica que 
ostentara su titularidad. 
Sería en 1990 la LOGSE (Ley Orgánica de Ordenación Ge-
neral del Sistema Educativo) la que, por primera vez, vendría a 
marcar objetivos de cierta autonomía escolar, pedagógica y orga-
nizativa (arts. 2.3.f) y 57), e incluso respecto a la gestión econó-
mica, ésta última referida más en particular a los centros públicos 
(art. 58.2). 
18. Vid. algunas posiciones críticas expresadas por entonces, en Óscar 
ALZAGA, Por la libertad de enseñanza (La piedra angular en la edificación de 
la democracia), Planeta, Barcelona 1985, pp. 38 Y ss. , o Jesús LÓPEZ MEDEL, 
Libertad de enseñanza, derecho a la educación y autogestión, Fragua, Zara-
goza 1984, pp. 113 Y ss. 
19. Que una mayor autogestión puede comportar menor autonomía lo ha 
observado certeramente con respecto , a las universidades E. GARCÍA DE 
ENTERRÍA("La autonomía universitaria", RAP, 117, sept-dic 1988, p. 17). 
464 J. L. MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ 
Pero fue la Ley Orgánica reguladora de la participación, la 
evaluación y el gobierno de los centros docentes (LOPEG), de 
1995, ya en la última legislatura socialista, en la que el PSOE 
gobernó en minoría, la que se propuso abrir cauces más efectivos 
a esos mandatos de autonomía escolar relativa, obviamente diri-
gidos principalmente a los centros públicos, aunque algunas pre-
visiones no dejarían de extenderse a los concertados. Dicha Ley 
se ocupa, por un lado, de "la participación" de la comunidad es-
colar en el gobierno del centro (arts. 2 a 4) y, luego, frontalmente, 
de la "autonomía pedagógica, organizativa y de gestión de los 
recursos de los centros educativos" sostenidos con fondos pú-
blicos (arts. 5 a 7), estableciendo además toda una nueva regula-
ción del gobierno de los centros públicos, que sustituyó la de la 
LODE. La disposición final primera introduciría también varias 
refonnas en la LODE respecto a la regulación de los centros con-
certados. No debe pasarse por alto que esta misma Ley que se 
propuso impulsar cierta autonomía, quiso a la vez reforzar los 
mecanismos institucionales de inspección y evaluación. 
3. La nueva Ley Orgánica de Calidad de la Educación, 
10/2002, de 23 de diciembre (LOCE), profundizando esta línea, 
ha situado el quinto de los que su exposición de motivos pro-
clama sus cinco ejes fundamentales, en el ámbito precisamente 
del "desarrollo de la autonomía de los centros educativos" y el 
"estímulo de la responsabilidad de éstos en el logro de buenos 
resultados por sus alumnos", porque, a su entender, "en un con-
texto tan diverso y complejo, con problemas tan diferenciados 
entre los distintos centros, es preciso potenciar las responsabi-
lidades en ese nivel-el centro- del sistema educativo". 
La LOCE incluye en su arto 1, entre los principios del sistema 
educativo, aunque en último lugar (letra 1)) "la eficacia de los 
centros escolares, mediante el refuerzo de su autonomía y la po-
tenciación de la función directiva de los centros". Llamamos la 
atención sobre esta simultánea distinción y unión de ambos ele-
mentos (similar a la que puede encontrarse en alguno de los docu-
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mento s internacionales examinados), así como su diferenciación 
respecto del principio de "participación de los distintos sectores 
de la comunidad educativa, en el ámbito de sus correspondientes 
competencias y responsabilidades", que se menciona separada-
mente en la letra d). 
La regulación concreta de la autonomía se contiene en los arts. 
66 a 70 de esta nueva Ley, aplicables con carácter general tanto a 
los centros públicos como a los privados. Y es, una vez más, im-
portante observar como, en efecto, en esos preceptos no se asig-
nan las funciones "autónomas" a unos u otros órganos de los cen-
tros, salvo en lo que se refiere a la "programación general 
anual", que, por lo que dispone el arto 69.1, deberá ser, cuanto 
menos, "elaborada por el equipo directivo, previo informe del 
claustro de profesores", sin que nada se diga sobre quien la 
aprueba finalmente. 
Una cosa parece ser, en definitiva, la autonomía, y otra distinta 
la organización de los centros y la relevancia de la participación 
que en ella se dé a la comunidad escolar2o. 
Sin embargo, a pesar de esta diferenciación más que evidente 
entre autonomía del centro y participación de su comunidad esco-
lar, lo cierto es que las normas de organización de uno y otro 
tipos de centros -más claramente, desde luego, las de los pú-
blicos- muestran una comprensión de la participación que deja 
20. De esta organización, respecto de los centros públicos, se ocuparán, en 
capítulo aparte, los arts. 77 y SS., que implantan una neta diferenciación inicial, 
muy significativa, entre órganos de gobierno y órganos de participación en el 
control y gestión, por más que el tratamiento ulterior de unos y otros, de sus 
competencias respectivas y de su articulación recíproca pueda incurrir en al-
guna incoherencia. Respecto a los centros privados concertados -sostenidos 
con fondos públicos- su regulación orgánica sigue en la LODE, aunque con las 
modificaciones que, especialmente en este aspecto organizativo, ha introducido 
la nueva Ley, cuya disposición final la ha dado nueva redacción precisamente 
al arto 54.1 y 2, al 56.1 ya algunas letras del 57, así como a los arts. 58 y 59, 
incidiendo en el reparto funcional entre director y consejo escolar para reforzar 
algo la posición del primero. 
466 J. L. MARTÍNEZ L6PEZ-MUÑIZ 
traslucir la más que probable confusión del legislador entre 
autonomía del centro y autogestión o cogestión de la comunidad 
escolar, puesto que, al final, y a pesar de las medidas adoptadas 
por la LOCE para tratar de reforzar la eficacia de la función direc-
tiva, el sistema parece preso de la idea de que la autonomía sólo 
se justifica en una cierta autogestión de la comunidad escolar. 
Llama especialmente la atención -porque resulta incoherente con 
la distinción legal entre unos órganos de gobierno y otros de par-
ticipación2L que, en los centros públicos, el proyecto educativo y 
el reglamento de régimen interior, así como el proyecto de presu-
puesto, que son las expresiones más significativas de la autono-
mía pedagógica, organizativa y de gestión económica del centro, 
sin perjuicio de la importancia del papel del equipo directivo en 
su preparación y ejecución22, estén en manos del consejo escolar 
(art. 82.l.a), d) y f)), que quiere ser indudablemente viva expre-
sión de la comunidad escolar, en su comprensión tendencialmente 
"tripartita y paritaria" subyacente al arto 81, por más que uno de 
los "tercios" comprenda representaciones heterogéneas. Se evi-
dencia en cualquier caso que .la entidad pública titular y último 
2L El "gobierno" de un centro educativo no puede limitarse a la idea eje-
cutiva -y de iniciativa- que tiene el término "gobierno" en las grandes organi-
zaciones políticas, como contrapuesto a la función "legislativa" o normativa, 
que incluye también la aprobación del presupuesto y varias formas de control. 
La noción de "gobierno", igual que la equivalente de "dirección" de un centro 
escolar, debe abarcar cualesquiera decisiones generales o particulares rele-
vantes para asegurar que el centro cumpla sus fines. 
22. Además, al claustro de profesores -que tampoco es órgano de go-
bierno, según el arto 78- le incumbe "la responsabilidad de planificar, coor-
dinar, informar y, en su caso, decidir sobre todos los aspectos docentes del 
centro" (art. 83), aunque, en relación con la programación general anual y el 
proyecto educativo, o con respecto a la organización y planificación docente o 
el reglamento de régimen interior, sólo tiene en realidad facultades de pro-
puesta o de informe (art. 84, a) y b). Todo ello sin perjuicio de que, por otra 
parte, para el supuesto de lo que el arto 66 llama "especializaciones curricu-
lares", pero sólo para ello, se exija una autorización de la Administración edu-
cativa (tanto, por otra parte, para los centros públicos como para los privados). 
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responsable de cada centro público queda casi desprovista de me-
dios para asegurar el cumplimiento de sus responsabilidades, 
especialmente respecto a las innovaciones que sus propios centros 
decidan en ejercicio de esa su "autonomía", salvo en cuanto lo 
permitan los procedimientos de evaluación que se regulan de 
nuevo en la nueva Ley (arts. 95 y ss.) o, en su caso, la inspección 
(arts. 102 y ss.), además de la competencia para aprobar el presu-
puesto (ciertamente nada desdeñable en su importancia). Serán 
las mayorías internas de cada comunidad educativa quienes os-
tenten, pues, en medida muy determinante, el poder de orientar en 
una u otra dirección al centro, con las eventuales tensiones que 
ello pueda conllevar, sin más límite que el implicado en la men-
cionada competencia de la Administración para aprobar final-
mente el presupuesto y de lo que claramente atente a los derechos 
y libertades individuales de profesores, alumnos o padres, por los 
que habrá de velar, desde luego, el director (art. 79,a)) y la 
inspección. 
Aun con modulaciones de importancia -"el proyecto educativo 
de los centros concertados deberá incorporar el carácter propio 
al que se refiere el artículo 73 de la presente Ley", dice, por 
ejemplo, el arto 68.5- el papel del consejo escolar en los centros 
privados concertados -también tras las modificaciones que ha 
introducido la nueva Ley- se aproxima notablemente a este 
model023. 
23. El arto 57 de la LODE sigue reconociéndole la competencia de aprobar 
el reglamento de régimen interior, aunque, ciertamente, a propuesta del titular 
(letra 1», o la de aprobar -más allá de lo que pueden hacer los consejos eS-
colares en los centros públicos- el presupuesto del centro, también a propuesta 
del titular (letra e», o, en fin -desbordando asimismo, desde luego, lo que 
ocurre ahora en los centros públicos- la de acordar con el titular la designación 
del director o designarlo a su propuesta en tema (art. 59). No hay previsión, en 
cambio, sobre el proyecto docente, y, en cuanto a la programación general 
anual, la nueva redacción del arto 57,f) ha quitado al consejo la competencia 
que se le asignaba para aprobarla, trasladándola al equipo directivo, previo su 
informe. 
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4. Por lo demás, la autonomía de las universidades se en-
cuentra instalada y desarrollada en España a nivel legislativo 
incluso antes de su actual garantía constitucional, ya por la Ley 
General de Educación de 197024, aunque la aplicación de ésta, 
precisamente en materia universitaria, sufriera múltiples avatares, 
sobre todo hasta que, con la implantación de la democracia, se 
tomaron algunas medidas para hacerla efectiva. 
Con la Ley Orgánica de Reforma Universitaria de 1983 
(LRU), la autonomía recibió nueva configuración formal y nueva 
instrumentación, mucho más entremezclada aún con la autoges-
tión o cogestión de las universidades por sus distintos compo-
nentes personales, incluido el llamado personal no acadérnic025. 
Su arto 2° proclamaba su fundamento en "el principio de libertad 
académica, que se manifiesta en las libertades de cátedra, de 
investigación y de estudio", y expresaba que "exige y hace posi-
ble que docentes, investigadores y estudiantes cumplan con sus 
24. Arts. 64 y 66.1. La autonomía universitaria fue invocada por vez 
primera en la España contemporánea por el Ministro Silió en 1919 para otorgar 
simplemente personalidad jurídica propia y separada de la del Estado a las que 
por mucho tiempo aún no pasaron de ser las únicas doce Universidades 
españolas, sin perjuicio de su gran dependencia ministerial. Más próxima a la 
significación actual de la autonomía estaría la reconocida en 1933 a la Uni-
versidad de Barcelona y, ya en plena guerra civil, sin ninguna efectividad, a 
una nueva Universidad Vasca. En 1968 se crearon las nuevas Universidades 
"autónomas" de Madrid, Barcelona y Bilbao, origen ésta de la actual del País 
Vasco. Comentarios sobre la autonomía universitaria en la Ley de 1970 y sus 
precedentes, en Enrique LINDE PANIAGUA, "La autonomía universitaria", 
RAP, 84, sept.-dic. 1977, pp. 355 y ss., Lorenzo MARTÍN-RETORTILLO 
BAQUER, Autonomía y autogobierno de la Universidad y otros temas, Uni-
versidad de Zaragoza, 1980, pp. 19-44, Y Tomás-Ramón FERNÁNDEZ, La 
autonomía universitaria: ámbito y límites, Cuadernos Civitas, Madrid 1982, 
pp. 40-41. 
25. La fórmula puede recordar lo que se ha llamado el "modelo autoges-
tionario latinoamericano" de autonomía universitaria (vid. A. ABRUÑA P., V. 
S. BACA O., Y A. ZEGARRA M., "Algunas ideas para el estudio de la autono-
mía universitaria en el ordenamiento peruano", Revista de Derecho, Univer-
sidad de Piura, 1, 2000, p. 14). 
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respectivas responsabilidades, en orden a la satisfacción de las 
necesidades educativas, científicas y profesionales de la socie-
dacf'. El arto 3.2 trataba de delimitar su contenido, incluyendo en 
él la elaboración de los estatutos, la elección, designación y re-
moción de los órganos de gobierno y administración, la adopción 
de los presupuestos y la administración de sus bienes, estable-
cimiento y modificación de plantillas, selección del personal do-
cente y de administración y servicios, adopción de planes de 
estudio, etc., si bien siempre "en los términos de la presente Ley", 
10 que, en más de un aspecto, suponía importantes limitaciones de 
10 que, en su formulación inicial, podía aparecer como muy 
ilimitado (por ejemplo en cuanto a selección del profesorado o 
adopción de planes de estudio). 
Disposición clave para comprender la confusa mezcla que se 
produce en la LRU entre autonomía y participación autogestio-
naria sería, aun con su elevado grado de indeterminación, el arto 
4, en cuya virtud "las universidades se organizarán de forma que 
en su gobierno y en el de sus centros quede asegurada la repre-
sentación de los diferentes sectores de la comunidad universi-
taria, de acuerdo con las funciones que a cada uno de ellos 
correspondan en relación con las señaladas (a las universidades) 
en el artículo JO de la presente Ley, así como la participación de 
representantes de los intereses sociales". Una disposición que, si 
bien en su literalidad podría admitir otras interpretaciones y 
desarrollos, la propia Ley y sus reglamentos y demás normas de 
aplicación entendieron en términos de rigurosa auto gestión y 
autogobierno de la llamada comunidad universitaria, comprensiva 
de los "diferentes sectores de la comunidad universitaria", acadé-
micos o n026. Sólo el llamado consejo social (art. 14) tendría re-
presentaciones sociales, pero sus funciones eran y se demos-
trarían -incluida en la práctica la de aprobar el presupuesto a 
26. Cfr. arto 15 en relación con la disposición transitoria 28 para el claustro, 
yart. 16 para lajunta'de gobierno. 
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propuesta de la junta de gobierno- de más que escasa relevancia 
para el gobierno efectivo de cada universidad. 
Aunque la autonomía se predica en la LRU con carácter ge-
neral de las universidades, lo cierto es que la mayor parte de ella 
está dedicada a las públicas27, como lo prueban los términos en 
que están redactados los pocos artículos que comprende el Título 
VIII dedicado específicamente a las "privadas", surgidas, como 
reconoce el arto 57, de la libertad de creación de centros docentes 
garantizada en el arto 27.6 de la Constitución, y que habrían de 
regirse -decía el arto 59- "por sus propias normas de organiza-
ción y funcionamiento". Parecía, pues, que su autonomía resul-
taría simplemente de ser en sí mismas, desde su origen, expresión 
de libertad y sustentarse en ésta, por lo que no se les imponían 
particulares normas organizativas internas, aunque se les some-
tiera a determinados requisitos mínimos de calidad en cuanto a 
los medios materiales y personales, y a exigencias comunes en 
cuanto al contenido de las enseñanzas conducentes a títulos ofi-
ciales (art. 58). 
Sobre estas bases -que el TC contribuyó a consolidar con 
varias sentencias- ha venido desarrollándose hasta ahora la mar-
cha y el enorme crecimiento del sistema universitario español, en 
el que, junto a la multiplicación de las universidades públicas 
hasta el medio centenar, han proliferado las privadas hasta llegar 
hoy a la veintena. 
6. La Ley Orgánica de Universidades 6/2001, de 21 de di-
ciembre (LOU), ha mantenido este sistema sin cambios relevantes 
en cuanto a la comprensión de la autonomía universitaria ni en 
cuanto a la mayor parte de las regulaciones implantadas con la 
LRU o mantenidas por ella. Muchos de sus preceptos son incluso 
trascripción literal de los de la Ley de 1983. Así ocurre en par-
ticular con la definición de la autonomía que ahora se contiene en 
27. También lo han observado A. EMBID IRUJO y F. MICHAVILA 
PITARCH, Hacia una nueva Universidad, Tecnos, Madrid 2001, p. 107. 
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el arto 2.2, donde sólo se encontrará alguna precisión relativa a las 
universidades privadas, que hace más evidente su aplicación a 
todas las universidades. Y así ocurre con la proclamación de su 
fundamento y la declaración de lo que "exige y hace posible" en 
el arto 2.3 Y 4, que reproduce lo que se decía en el arto 2 de la 
LR U, añadiendo una simple mención que enfatiza el que "las 
Universidades rindan cuenta del uso de sus medios y recursos a 
la sociedad'. 
Ha desaparecido sin embargo del Título Preliminar lo que 
decía el arto 4°, antes citado, de la LRU, habitualmente entendido 
como principio de participación autogestionaria, aunque limitada 
-lo que no era poco importante en sí mismo- en relación con las 
funciones de los órganos y de los distintos sectores de la comu-
nidad universitaria. En la LOU es algo que ha pasado al arto 6.3 
más lacónicamente (sin esas precisiones sobre la relación entre 
funciones de los órganos y de los sectores de la comunidad uni-
versitaria), pero con aplicación inequívocamente exclusiva a las 
universidades públicas. Para las privadas, sin embargo, el mismo 
arto 6, que en el ap. 5 respeta su libertad auto-organizativa (reafir-
mada en cuanto a la composición de los órganos de gobierno por 
el arto 27) Y su carácter propio, remacha su sujeción al principio 
de autonomía del arto 2.2 y al obligado respeto de la libertad aca-
démica, y el último párrafo vincula el aseguramiento de aquél y 
ésta a la necesaria participa~ión "adecuada" de la comunidad uni-
versitaria, aunque sin más pormenores. 
Es evidente para la nueva LOU la voluntad de establecer una 
regulación más común para todas las universidades, públicas o 
privadas, sin perjuicio de las especialidades. Es algo que se ob-
serva desde lo ya indicado respecto a la definición del contenido 
de la autonomía y en todo el resto de la estructura y del articulado 
de esta nueva polémica Ley, por más que, evidentemente, haya 
seguido pesando en el legislador la tradición normativa pensada 
para las públicas. Pero son también bastante más numerosos que 
en la LRU los artículos ahora referidos específicamente a las uni-
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versidades privadas, que las imponen, en consecuencia, exigen-
cias que hasta entonces no se habían establecido o no se habían 
dispuesto con rango de ley, condicionando en la misma medida 
-con este rango normativo- la libertad de creación de universi-
dades privadas más intensamente que la LRU, aunque a cambio 
de reconocerlas más plenamente en el sistema, como pone de re-
lieve el que sus rectores pasen a ser miembros de pleno derecho, 
igual que los de las públicas, del nuevo Consejo de Coordinación 
Universitaria (art. 29)28, que sustituye al de Universidades de la 
LRU. 
111. AUTONOMÍA "ESCOLAR" Y "AUTO GESTIÓN" DE LA "COMU-
NIDAD EDUCA TIV A" 
1. Naturaleza y forma jurídica de los establecimientos educa-
tivos o de estudio y enseñanza 
1. La doctrina alemana ha discutido ampliamente la naturaleza 
de las universidades. A mediados del pasado siglo, Wolf anali-
zaba las distintas teorías: las que las han considerado "estableci-
miento público", caso de Qtto Mayer, Walter Jellinek o Ernst 
Forsthoff, las que las han comprendido como "corporación de 
Derecho público", sostenidas por autores menos conocidos en Es-
paña (Kottgen, Boehmer, H. Schneider o Thieme), o como funda-
28. Con la sola excepción de los "asuntos que afecten en exclusiva al 
sistema universitario público", respecto de los cuales carecerán de derecho de 
voto (art. 30.6). El Reglamento del Consejo, aprobado por R. D. 1504/2003, lo 
ha traducido -clarificando su a1cance- en "asuntos que afecten en exclusiva a 
las universidades públicas" (art. 18), igualando en su disposición adicional 1", 
como obligaba la LOU, las universidades privadas y las llamadas de la Iglesia 
Católica, sin perjuicio de lo que la propia LOU especifica sobre el recono-
cimiento de éstas y de las demás especialidades respetadas por los Acuerdos 
con la Santa Sede de 1979 a las cuatro anteriores a ellos. 
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ción (Hatschek, Graf) O como ente mixto (el propio H. 1. Wolff, 
W. Weber, Oppermann)29. 
2. No ha sido infrecuente asignar a las universidades en Es-
paña, aunque sin demasiadas pretensiones de rigor jurídico, la 
naturaleza de "corporaciones", interpretando incluso en ese sen-
tido la antigua afirmación de Las Partidas cuando define la uni-
versidad como "ayuntamiento de maestros e escolares ( ... ) con 
voluntad e entendimiento de aprender los saberes"30. 
29. Da cuenta de ello J. L. CARRO, Polémica y refonna ... , cit., pp. 57-58, 
nota 45. La obra de H. J. WOLFF de que se trata era Die Rechtsgestalt des 
Universitiit, Westdeutscher V., Colonia-Opladen 1956. Vid. también J. A. 
TARDÍO PATO, El Derecho de las Universidades públicas españolas, vol. 1, 
PPU, Barcelona 1994, pp. 151-196. En esta misma obra se repasa asimismo la 
discusión en Italia y Francia (pp. 197-258). 
30. Partida 2a, XXXI, ley 1. Y también la ley VI, como recordó L. PAREJO 
ALFONSO, "La autonomía de las universidades", en AA.VV., Aspectos admi-
nistrativos del derecho a la educación. Especial consideración de las univer-
sidades públicas. Manuales de Formación Continua, CGPJ, Madrid 2002, 
p. 322. Vid. G. ARIÑO ORITZ, "Autonomía y reforma universitaria: La Ley 
Maravall", Cuenta y Razón, 13, 1983, pp. 60 Y 63, Y J. A. TARDÍO PATO, El 
Derecho de las Universidades ... , cit., pp. 259 Y ss. Fernando GARRIDO 
FALLA, desde la la ed. de su conocido Tratado de Derecho administrativo, vol. 
l., IEP, Madrid 1958, p. 305, nota 58, ha ido observando en nota al pie de las 
páginas dedicadas a los establecimientos públicos personificados, que "en 
cuanto a la Universidad, es dudoso si su personalidad jurídica constituye un 
establecimiento de este tipo o si se trata de una auténtica corporación", recor-
dando que el arto 1° de la Ley de Ordenación universitaria de 1943 comenzaba 
calificándola como "Corporación de maestros y escolares ... " (vid. también la 
13a de este vol. l., Tecnos, Madrid 2002, p. 392, nota 36). Pero no expresa su 
parecer sobre la cuestión, al menos en esta obra. Luciano PAREJO sí que ha 
defendido, recientemente aún, la naturaleza corporativa de la universidad 
pública ( "La autonomía de las universidades", cit., p. 326). Y algún otro autor 
dice que la STC 26/1987 "deja entrever una visión de la universidad como 
corporación, a pesar de las dificultades dogmáticas para admitir tal condición" 
(J. R. CRA VES, La Universidad Pública al derecho y al revés, Evergráficas, 
León 2002, pp. 41-42). También, aunque críticamente, José María SOUVIRON 
MORENILLA y Fernando PALENCIA HERREJÓN, La nueva regulación de las 
Universidades, Comares, Granada 2002, pp. 663 Y ss. 
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3. A nuestro juicio, sin embargo, es bastante evidente que por 
10 común las universidades han sido siempre organizaciones de 
tipo fundacional o institucional, verdaderos "establecimientos", 
por más que en ellos y con ellos "se ayuntaran" efectivamente 
maestros y escolares, aquellos más bien como servidores y éstos 
como receptores del servicio. Han tenido por lo común uno o 
varios fundadores, que han dispuesto su organización, las han 
dotado de medios, al menos de los iniciales, y han velado por 
ellas en cuanto han podido o a través precisamente del sistema 
organizativo previsto. Pero no han emanado normalmente de la 
voluntad de sus profesores o/y alumnos, ni mucho menos des-
cansado sobre ella en su conservación y mantenimiento, por rele-
vante que haya podido ser su acogida, colaboración y apoyo. No 
han sido una asociación de todos ellos, a diferencia de lo que, en 
cambio, pudieron ser, por cierto, al menos inicialmente algunas 
sociedades científicas o académicas del siglo XVIII o después. 
Menos aún han tenido nunca las universidades el carácter impo-
sitivo u obligatorio que connotan entre nosotros las corporaciones 
de Derecho públic031 . 
31. Como recoge Mariano MAGIDE HERRERO, en Límites constitucio-
nales de las Administraciones independientes, INAP, Madrid 2000, p. 56, 
nota 72, parece haber consenso en la doctrina española a la hora de negar 
actualmente el carácter corporativo a las universidades, citando al efecto a 
A. GUTIÉRREZ REÑÓN, "El futuro de las Universidades pública ¿Fundaciones 
públicas o autogestión?", Revista de Administración Pública, n° 100-102, vol. 
I1I, pp. 2642 Y 2648, Y tras la LRU, al propio 1. A. TARDÍO PATO, El Derecho 
de las Universidades, cit., pp. 654-664, donde se recogen posicionamientos al 
respecto de Gaspar Ariño (1983 y 1986), Francisco 1. Jiménez de Cisneros 
(1987), J. M., Alegre Ávila (1986), Ramón Parada (1987), A. Cano Mata 
(1987), Luis Ortega (1990), y, sobre todo, José María SOUVIRÓN MORE-
NILLA (efectivamente, en su libro La Universidad española. Claves de su defi-
nición y régimen jurídico institucional, Secretariado de Publicaciones de la 
Universidad de Valladolid, 1988, y en el más reciente con PALENCIA HERRE-
RÓN, La nueva regulación ... , cit., pp. 50 y ss.), aunque también al propio 
GARRIDO FALLA (quien en realidad, como se ha dicho en la nota anterior, no 
se pronuncia sobre la cuestión, al menos en su Tratado, que es la fuente que 
Tardío cita), J. A. LÓPEZ PELLICER (1987), o E. GARCÍA DE ENTERRÍA Y 
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4. Ciertamente en el transcurso del tiempo, muchas fuentes 
han podido referirse a las universidades corno corporaciones, pero 
hay que tener en cuenta que hasta no hace mucho -corno aún ocu-
rre en el mundo anglohablante- esta palabra servía para denomi-
nar cualquier tipo de "corpus" moral, especialmente si tenía fines 
de interés general, cualquier organización, en suma, personifi-
cada, sobre todo si se la reconocía cierto carácter público, más o 
menos difuso, tanto si se trata de una "universitas personarum" 
corno si era realmente una "universitas rerum". Y aún hoy se ha-
bla de corporaciones en los medios económicos, con sentido más 
o menos vulgar, para referirse a grandes empresas aunque sean 
privadas. 
5. Desde luego, el "status" que corresponde hoya las univer-
sidades, tanto públicas corno privadas, en el Derecho español y en 
el Derecho de nuestro entorno europeo, es el propio de estableci-
mientos públicos o privados, auténticas organizaciones de medios 
personificadas corno tales para la consecución de sus fines pro-
pios, de índole indudablemente fundacional, "universitates re-
rum". Su naturaleza es similar a la de las empresas, aunque pue-
den con razón diferenciarse de éstas en atención precisamente a 
sus fines no propiamente económicos sino educativos y 
científicos. Incluso aunque en algún caso de universidad privada, 
al amparo de la flexible previsión del arto 2.1 de la actualLOU, su 
personificación sea la de una sociedad anónima, por ejemplo, o la 
de una cooperativa, estas formas jurídicas no podrían ocultar su 
auténtica naturaleza fundacional desde un punto de vista sustan-
tivo, si no se contemplaran corno socios a todos o la mayor parte, 
Tomás Ramón FERNÁNDEZ (a pesar del cambio de redacción que detecta en 
el vol. 1 de su conocido Curso de Derecho administrativo, a partir de la SO 
edición [1989]). El profesor GARCÍA DE ENTERRÍA ha destacado el carácter 
institucional de la universidad histórica y del mundo anglosajón, afirmando 
también la primacía del carácter fundacional en los modelos más 
pretendidamente corporativos surgidos en Europa tras 1968, en "La autonomía 
universitaria", cit., pp. 15 Y ss. 
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cuanto menos, de sus profesores y alumnos, modelo éste que no 
parece existir, al menos, entre nosotros, y que no es fácil tampoco 
que pueda darse en la realidad. Y, desde luego, ninguna duda 
puede haber sobre la naturaleza institucional, no corporativa, de 
las universidades públicas. 
Por eso, en suma, las universidades públicas son creadas por 
las Comunidades Autónomas, o en su caso, por el Estado (LOU 
arto 4) Y las privadas por cualesquiera personas físicas o jurídicas 
distintas (LOU, arto 5). Ni para aquéllas se permite ni para éstas 
se exige, obviamente, que sus creadores o fundadores sean preci-
samente quienes, como profesores o alumnos -y menos aún como 
personal no académico-, van a constituir luego la llamada comu-
nidad universitaria. 
6. La comunidad o "ayuntamiento" de profesores (personal 
docente e investigador en general) y alumnos -más, si se quiere, 
en otro plano bien distinto, el personal de administración y ser-
vicios-, que es lo que, propiamente hablando, puede llamarse, 
como hace la legislación española, la comunidad universitaria, 
surge como consecuencia de la vinculación que sus distintos com-
ponentes adquieren con el establecimiento o institución acadé-
mica a título de servidores y empleados o de usuarios32; una 
colectividad que va cambiando constantemente, además de tener 
una composición muy heterogénea en cualificaciones, misiones, 
capacidad y experiencia. Y ni la subsistencia ni la estructura orga-
nizativa de la universidad, en sus elementos más determinantes, 
dependen en rigor de la conjunción de las voluntades de quienes 
la componen, en mayor medida de lo que un hospital público, por 
ejemplo, depende -en su subsistencia y organización- de quienes 
forman su más cambiante aún comunidad hospitalaria (personal, 
sanitario o no, y pacientes). 
32. Vid. F. De Borja LÓPEZ-JURADO ESCRIBANO, La autonomía de las 
Universidades como derecho fundamental: la construcción del Tribunal Cons-
titucional, Cuadernos Civitas, Madrid 1991, pp. 43 Y ss. 
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7. Y esto que se dice de las universidades, con mayor razón ha 
de afirmarse de cualesquiera otros centros de enseñanza a cual-
quier nivel por debajo de ellas, por más que en algún país, como 
recientemente Italia, precisamente bajo la gran ola de entusiasmo 
por la "autonomía escolar institucional" que ha recorrido dicho 
país hasta colarse en la Constitución en su última reforma, se 
haya decidido dotar de personalidad juódica diferenciada a las 
escuelas y colegios públicos. En España, y en general en Europa, 
los centros públicos docentes no universitarios carecen de perso-
nalidad juódica y no son sino estrictos establecimientos sin per-
sonalidad juódica, dependientes, por 10 general, de la Adminis-
tración educativa correspondiente (aunque alguna vez puedan 
depender de otra entidad pública u otro aparato administrativo). 
Tampoco los centros privados suelen tener personalidad jurídica 
propia, sino que se configuran análogamente como estableci-
mientos de una determinada persona o entidad, bajo cuya perso-
nalidad juódica desenvuelven su vida juódica. A semejanza, una 
vez más, de 10 que ocurre con las empresas, que tampoco suelen 
ser en sí mismas personas, sino organizaciones instrumentales de 
determinadas personas físicas o juódicas que ostentan su titula-
ridad. La expresión "titular" del centro escolar es así bien expre-
siva de su naturaleza institucional, fundacional, no corporativa, al 
remitir a una relación de dependencia con respecto al fundador, al 
creador y detentador, de uno u otro modo, del poder organizador 
(expresión habitual en Bélgica) y directivo33. 
33. Esto es, por lo demás, lo que ocurre por lo común con todas las orga-
nizaciones de este tipo institucional o fundacional cuando el fundador es una 
persona jurídica o surgen de actos "inter vivos" de modo que coexisten en el 
tiempo -y mientras coexistan- fundador y "fundación", sin peIjuicio de la "au-
tonomía" formal de ésta. 
Alguna doctrina propone, por otro lado, singularizar organizaciones insti-
tucionales como las universidades distinguiéndolas con el adjetivo de "repre-
sentativas", porque "se configuran alrededor de unos intereses colectivos a los 
que se reconoce, a través de la conformación de su órganos rectores, una cierta 
sustantividad, con lo que se aproximan a la noción de las Corporaciones", por 
lo que se exige en su favor "un ámbito de libre determinación, y la consiguiente 
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2. Carácter necesariamente derivado de toda autonomía: 
inexistencia de una autonomía originaria y constituyente, y 
diversidad en sus relaciones de dependencia en razón de su 
origen 
1. No será ni mucho menos ocioso llamar la atención sobre el 
hecho incontestable de que, por definición, toda autonomía tiene 
relegación de la Administración gubernativa a un control esencialmente defen-
sivo, es decir, más centrado en evitar que la entidad lesione intereses generales 
en el proceso de satisfacción de los intereses colectivos sobre los que se es-
tructura que en guiarla en el servicio a estos últimos" (M. MAGIDE HERRERO, 
Límites constitucionales .. . , cit., pp. 56-57, quien, como honestamente señala en 
nota 73, toma la adjetivación de Jiménez de Cisneros, a quien sigue parcial-
mente, mientras, por otra parte, propone con rigor su distinción respecto de las 
Administraciones independientes, que carecerían de ese carácter representativo 
(ibid., pp. 57-59), Y con respecto a las cuales ya había afirmado su distinción 
con razones similares, F. de Borja LÓPEZ-JURADO ESCRIBANO, La autono-
mía ... , cit. , p. 39). No acaba de convencernos ni la adjetivación ni su justifi-
cación. Quizás porque cada vez vemos menos posible la existencia de una 
especie de "tertium genus" entre las instituciones y las corporaciones. Los inte-
reses de la comunidad académica no son en ningún caso los que deben señorear 
la universidad, aunque deban tenerse desde luego en cuenta al exigirla su 
debido servicio a ésta y a sus fines. Mientras que una corporación (sectorial) 
existe para servir principalmente a sus corporativos, en beneficio indirecto del 
interés general de las colectividades territoriales en que se insertan, las "institu-
ciones" públicas no están para servir a su personal, a sus "servidores", em-
pleados o funcionarios, sino a la sociedad para la que directame~ se esta-
blecen, sirviendo a quienes de entre ella acceden a sus prestaciones, aunque 
aquéllos obtengan también obviamente, por su servicio y en su servicio, contra-
prestaciones y satisfacciones, y los vínculos de unos y otros con la "institución" 
puedan o deban tener además dimensiones participativas. 
Cuestión distinta es si organizaciones como las universidades no deben dis-
tinguirse, en efecto, del grupo de las llamadas Administraciones indepen-
dientes, como sostiene, en esto con toda razón, Mariano Magide. Pero la razón 
sería más bien la muy distinta función de aquéllas (actividad prestacional edu-
cativa y científica) y éstas, que, como ha acertado a exponer el propio Magide, 
se centran en funciones de supervisión y por tanto de ejercicio de auténticas 
potestades públicas, más que en actividad prestacional, y, desde luego desde 
posiciones de exclusividad y monopolio características de las funciones pú-
blicas en sentido estricto (vid. su op. cit., capítulos IV y V). Hemos de mo-
dificar, en este sentido, el criterio que manteníamos en 1986 (Introducción al 
Derecho administrativo, Tecnos, p. 116) de incluir a las universidades dentro 
de la categoría de las Administraciones independientes. 
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siempre necesariamente un carácter derivado y relativo, en el 
sentido de que, en rigor, nunca puede ser ni es de hecho el origen 
de la propia organización autónoma. Dicho de otra manera: nunca 
la autonomía tiene su origen en sí misma, sino que tiene que 
verse otorgada, concedida o, a lo más, reconocida por alguien que 
la precede en el ser y le es, en este sentido, superior, por cuanto se 
comporta como su causa eficiente de la que, en suma, viene a 
depender. Ciertamente, en el caso de una autonomía "reconocida" 
podrá hablarse de que el sujeto al que se le reconoce preexiste y 
ostenta algún tipo de "derecho" previo a ella, pero éste será, 
desde luego, imperfecto, a modo de legítima expectativa o de in-
terés legítimo, que requiere precisamente aún del grado necesario 
de determinación positiva y comprobación por alguien superior a 
través de dicho reconocimiento. Sólo se obtendrá, en todo caso, la 
autonomía tras éste. 
2. Es la organización o el sujeto mismo beneficiario de la au-
tonomía el que, con ella, debe siempre, su existencia misma como 
tal organismo o sujeto jurídico a otro u otros, sin que, en defini-
tiva, se la deba a sí mismo. La autonomía se diferencia así neta-
mente de la soberanía34 y de la libertad. La soberanía corresponde 
a una comunidad autocreada y autoorganizada por su potestad 
constituyente -aunque ello pueda haber sido inicialmente la ma-
yoría de las veces a iniciativa impuesta de alguien, luego asumida 
y aceptada por los más de sus componentes en dimensión sincró-
nica y diacrónica- y la libertad es atributo jurídico originario del 
único ser del mundo sensible que posee la condición de persona 
por naturaleza: el ser humano. Y si la libertad implica, desde lue-
go, el atributo conocido como la autonomía de la voluntad, ésta 
tiene un sentido que excede con mucho lo que se entiende por au-
tonomía de los sujetos o de las organizaciones, algo siempre tan 
relativo y condicionado como necesariamente derivad035. 
34. STC 2 febrero 1981, FJ 3. 
35. Esta doble acepción del término autonomía es observada por 
A. ABRUÑA P., V. S. BACA O., Y A. ZEGARRA M., en "Algunas ideas ... ", 
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3. La autonomía puede atribuirse o reconocerse a organiza-
ciones de la más diversa índole, pero lógicamente su diferente 
naturaleza, su distinto substrato, el modo heterogéneo de situarse 
en ellas la voluntad directiva o rectora, además de la diversidad 
de sus funciones y del sistema de relaciones jurídicas en el que se 
inserten, comportará diferencias en su ejercicio y alcance. Cabrá 
distinguir así la posible autonomía de organizaciones de carácter 
institucional o fundacional-"universitates rerum", medios adscri-
tos a un fin, de una u otra manera-, de la de organizaciones de 
base personal -"universitates personarum"- y, dentro de la de 
éstas, la que pueda corresponder a las que se impongan de modo 
obligatorio a sus componentes -corporaciones públicas- o a las 
que, por el contrario, resulten de la libre y voluntaria asociación 
de sus miembros, en forma de sociedades o asociaciones pri-
vadas, por grande que pueda ser su interés público. Dentro de las 
corporaciones públicas será muy trascendente, por diversas ra-
zones en las que no entraremos aquí, el que sea el territorio u 
otras circunstancias la causa determinante de la obligatoriedad de 
formar parte de ellas, siendo expresión en el primer caso de deter-
minadas colectividades públicas territoriales (como en España las 
regiones o nacionalidades de que habla el arto 2 de la Consti-
tución, o las colectividades municipales, provinciales o insulares, 
contempladas en los arts. 137 Y 140 Y ss. de la misma ley funda-
mental), que tienen siempre su importancia propiamente política. 
La autonomía se predicará así en todos los casos de un deter-
minado organismo o -más habitualmente- persona jurídica, y 
particularmente con respecto a sus propios creadores o fundado-
cit., pp. 10 Y 30; aunque para aplicarse luego discutiblemente a las univer-
sidades según se enmarquen en lo que llaman un modelo (continental europeo) 
de "Estado prestador" o (angloamericano) de "Estado promotor" (pp. 30 Y 33), 
más que para destacar con claridad la importante especificidad del origen y 
fundamento de las privadas. 
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res -aunque también eventualmente respecto a otros terceros3L 
pero, según la mencionada diversa naturaleza organizativa de uno 
u otra, su ejercicio se atribuirá en definitiva o bien al órgano 
directivo formado por quienes no son ni pueden ser miembros 
propiamente dichos de la organización autónoma, pero tienen la 
función de asegurar que cumpla sus fines, o bien al órgano u 
órganos que, conformado por sus miembros o sus representantes 
legítimos, deba materializar la voluntad "popular", corporativa o 
social que ha de dirigir la organización de que se trate, precisa-
mente por ser su constitutivo esencial. Ello sin perjuicio natural-
mente de que en el proceso de adopción de decisiones pueda o 
deba escucharse a otros: los que prestan sus servicios a la orga-
nización, o los que usan o reciben los que ésta presta, o, en fin, 
terceros determinados37. 
4. Ahora bien, cuando la voluntad directiva de una organi-
zación autónoma guarde una relación estructural de conexión o 
dependencia con la voluntad fundacional, "creacional" o "insti-
tutiva" que le dio su ser jurídico, su autonomía no se opone a tal 
dependencia, siempre que la relativice o limite en una u otra me-
dida, en tanto que una y otra corresponderán a organismos o su-
jetos de imputación distintos y no relacionados entre sí de modo 
que uno pueda ejercer controles externos que no se compade-
cerían con dicha autonomía. 
Lo que señalamos será normal en las organizaciones que re-
sulten de la libre asociación privada así como en las fundaciones 
36. Como puede ser, destacadamente, el Poder público respecto a las orga-
nizaciones privadas o incluso a las públicas de Poderes públicos que le estén 
subordinados pero no dependan de su "influencia dominante". No ha sido infre-
cuente limitar el concepto de autonomía educativa a la ostentable precisamente 
frente al Estado o Administración educativa (vid., por ejemplo, J. ORTIZ DÍAZ, 
La libertad de enseñanza, Universidad de Málaga 1980, pp. 45 Y ss.). 
37. GARCÍA DE ENTERRÍA, entre otros, ha llamado con razón la atención 
sobre la presencia de determinados elementos de participación en las diversas 
formas históricas y actuales de organización institucional, fundacional, de las 
universidades ("La autonomía universitaria", cit., p. 16). 
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privadas o públicas. En cuanto a las corporaciones públicas, des-
de el momento en que su creación no se debe a sus miembros sino 
a una entidad pública superior, obviamente no podrá darse en 
ellas esa relación de dependencia de su voluntad directiva con 
respecto a la voluntad del Poder público que las crea o reconoce 
jurídicamente. Nos parece que reside aquí una muy importante 
causa de la muy notable diferencia que media entre la autonomía 
que, por ejemplo, la Constitución y el sistema jurídico espafiol 
actual predican de las colectividades territoriales, tanto regionales 
(o nacionalitarias) como locales, o incluso de las llamadas corpo-
raciones sectoriales de Derecho público (o también, en algún 
caso, las discutidas "asociaciones de configuración legal" como 
las federaciones deportivas), y el sentido de la que debe o puede 
reconocerse -por su naturaleza fundacional o institucional- a las 
universidades y centros escolares, o a un organismo estatal, al que 
se ha aplicado también · el concepto de autonomía, como el 
Consejo General del Poder Judicia¡38. 
3. El problema del sujeto de la autonomía "escolar" 
1. Lo que acaba de tratarse nos lleva ya directamente a la 
cuestión central de quien pueda o deba reconocerse verdadera-
mente en último término como auténtico "sujeto" de la autonomía 
38. Aunque en este caso ~omo tampoco en el de los centros escolares pú-
blicos no universitarios- no se da la mediación de la personalidad jurídica, sino 
que se aplican meras técnicas de organización interna del Estado. Las preci-
siones de la STC 108/1986 sobre la diferencia entre la autonomía del órgano de 
gobierno del Poder judicial y la noción de autogobierno de los jueces y ma-
gistrados que son los integrantes de éste, son muy trasladables al ámbito uni-
versitario y escolar. La Constitución "ha querido crear un órgano autónomo 
que desempeñe determinadas funciones, cuya asunción por el Gobierno podría 
enturbiar la imagen de la independencia judicial, pero sin que de ello se derive 
que ese órgano sea expresión del autogobierno de los jueces" (FJ 8). 
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escolar, más allá incluso, eventualmente, de su atribución formal 
al propio establecimiento escolar. 
2. Qué duda cabe de que la cuestión deberá resolverse en fun-
ción de la naturaleza que se reconozca al establecimiento escolar 
mismo al que formalmente esta condición autonómica quiera re-
conocerse. 
Si se acepta que su organización es institucional, fundacional, 
"universitas rerum", ninguna duda debería admitirse acerca de la 
respuesta: el "sujeto" último, la voluntad directiva a la que corres-
ponde ejercer tal autonomía habrá de ser sencillamente la que 
debe reconocerse al órgano u órganos constituidos por la voluntad 
fundacional para asegurar el cumplimiento de sus fines, sin que 
para nada tales órganos hayan de estar formados por quienes pres-
tan sus servicios al establecimiento o los reciben de él, ni por sus 
representantes; tal organización carecerá de "miembros" y su fun-
dador tendrá plena libertad de determinación de la composición 
de sus órganos de gobierno en orden a obtener la mayor eficacia 
en la consecución de sus fines, pudiendo asegurar incluso que la 
titularidad de tales órganos quede total o parcialmente asignada al 
mismo fundador o a personas de su confianza, dado que se tratará 
precisamente de asegurar la "prolongación" de la voluntad funda-
cional en la voluntad directiva del modo más pleno posible. 
La atribución sustantiva de la autonomía a la "comunidad aca-
démica" o "escolar" sólo tendría sentido si el establecimiento aca-
démico o escolar se constituyese como "universitas personarum", 
sea por libre asociación de quienes la componen -en el caso de 
establecimientos privados-, sea por su obligada vinculación en 
condición de "miembros" por virtud del acto jurídico-público de 
su creación como auténtica corporación pública, aunque fuese 
con facultades diversas, en razón de la distinción de diversas 
clases de "miembros". Tanto en uno como en otro caso, la volun-
tad directiva pasaría a esa colectividad en que el establecimiento 
sustancialmente consistiría, determinada en 10 posible por la vo-
luntad fundacional, que sería inicialmente la misma, convertida 
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en interna voluntad directiva en el caso de los centros privados, 
pero en gran medida externa y ajena a ésta en el caso de los cen-
tros creados como corporación pública, lo que le acarrearía no 
pocas limitaciones39. 
3. Mientras que, en los establecimientos públicos institucio-
nales o fundacionales, el proyecto educativo determinado y ofer-
tado por el fundador sería garantizado en su continuidad por los 
órganos directivos continuadores de su voluntad, en los de natura-
leza asociativa es claro que sus socios o miembros podrían irlo 
cambiando, aplicando las reglas de decisión de las organizaciones 
asociativas, aunque fuere con exigencias de mayorías cualifica-
das, y, en los de naturaleza corporativa pública, la interpretación 
y aplicación de la voluntad fundacional del Ente público creador 
quedaría también en manos de las mayorías cambiantes de la 
"comunidad académica" o "escolar", aun dentro siempre de los lí-
mites determinados por aquélla como parte de la "legalidad" esta-
blecida por el Poder público en su creación. 
En los primeros, pues, la dirección, en principio independiente 
de los intereses, opiniones y preferencias de los distintos compo-
nentes de la comunidad escolar o académica, y sólo sujeta a la 
39. La STC 26/1987, sobre la LRU, vino a entender que la autonomía real-
mente corresponde a la comunidad universitaria, para la que sería además un 
auténtico derecho fundamental y no mera garantía institucional. Opusieron sen-
dos votos particulares, muy sólidamente fundados, los Magistrados Srs. Rubio 
Llorente, Catedrático de Derecho Constitucional, y Díez-Picazo, Catedrático de 
Derecho Civil. Algunas posiciones críticas sobre la opinión sustentada por la 
mayoría del Tribunal no nos parecen enteramente coherentes con las de estos 
votos particulares (Blanca LOZANO, La libertad de cátedra, Marcial Pons, 
Madrid 1995, pp. 135 y ss.) o tratan finalmente de justificarla con explica-
ciones que no dejan de moverse en una perspectiva consciente o inconscien-
temente corporativista (F. de Borja LÓPEZ-JURADO ESCRIBANO, recurriendo 
a la teoría ordinamentalista (Santi Romano, Giannini), en La autonomía ... , cit., 
pp. 35 y ss. y 55 y ss. y 114 y ss.). MEILÁN GIL ha propuesto otra posible 
solución para superar las contradicciones del TC en la justificación de las 
limitaciones que impuso a las funciones de los consejos sociales ("La 
autonomía universitaria ... ", cit., p. 375). 
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mejor consecución de los fines de la institución, sería el obligado 
garante del cumplimiento del proyecto educativo correspondiente 
en tomo al cual cabe suponer que se formó precisamente la comu-
nidad escolar o académica correspondiente -en la medida, claro 
está, en que ello pueda ser realmente resultado del ejercicio de las 
correspondientes libertades dentro del sistema. El proyecto y su 
aplicación en el tiempo no quedará al albur de los cambios que 
puedan producirse en la comunidad escolar, y cada uno de los 
miembros de ésta tendrá derecho a exigir a la dirección -pro-
yección del llamado "titular" y responsable del proyecto- el cum-
plimiento de lo que motivó su confianza, su elección y su com-
promiso. Todo ello sin perjuicio naturalmente de la importancia 
que tendrá en todo momento para la dirección conocer y atender 
bien a las necesidades, opiniones y preferencias de los distintos 
componentes de la comunidad escolar, previa su correcta articu-
lación en el proyecto educativo al servicio del interés común, por 
más que éste exija no pocas veces sacrificar intereses individuales 
no bien encajables en él, por amplio que sea su eventual respaldo 
en sectores de dicha comunidad. 
En los establecimientos "asociativos" o "corporativos", si los 
hubiera, en cambio, el proyecto educativo presentaría un carácter 
mucho más incierto en cuanto a las posibilidades de su mante-
nimiento y continuidad, al pasar a depender en una u otra medida 
de la formación de mayorías en unas colectividades cambiantes y 
formadas por quienes inevitablemente se ven activados por inte-
reses de muy diversa índole, no siempre igualmente justificados 
en la más eficaz consecución del objetivo educativo o académico 
del establecimiento. Los individuos y las minorías podrán verse 
indefensos en su eventual pretensión de que las actuaciones de 
éste se adecuen a lo que, a su criterio, causó su opción por él, y 
no habrá instancia alguna que pueda mediar o velar por el respeto 
objetivo de sus legítimos intereses, salvo cuando se produzca un 
choque evidente con el Derecho, que obligue a acudir a instancias 
judiciales. La lucha por el poder, por la obtención o el manteni-
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miento de posiciones mayoritarias, previsiblemente pasará a ser 
un elemento importante de la vida interna de la comunidad esco-
lar, con las repercusiones previsibles de todo ello en la marcha 
del establecimiento. 
4. Es evidente en cualquier caso que el principio que reclama 
autonomía para las universidades o las escuelas no exige de suyo 
una determinada organización de éstas, por 10 que, en efecto, 
debe distinguirse con rotundidad del auto gobierno, en el sentido 
de una cogestión o auto gestión de la comunidad académica o es-
colar, que no le es ni mucho menos esencial. Es más, dada la na-
turaleza normalmente institucional o fundacional de los estableci-
mientos educativos de toda especie, hay que afirmar la inadecua-
ción de dicha cogestión o autogestión a su naturaleza y a su mejor 
gobierno, sin perjuicio de que éste deba incluir por supuesto el 
adecuado respeto y potenciación de las libertades académicas con 
toda la amplitud que sea debida según el distinto nivel y finalidad 
del establecimiento en el sistema de la enseñanza instituciona-
lizada. Tampoco debe confundirse el principio de participación 
-en la medida oportuna en cada caso- y esta pretensión de 
cogestión o autogestión, puesto que aquél -al que alude el arto 
27.7 de nuestra Constitución- se satisface cumplidamente por 
vías orgánicas y funcionales, individuales o colegiadas, directas o 
representativas, que permiten suficientemente escuchar y tener en 
cuenta el parecer de todos, sin perder la independencia que 
corresponda a la dirección para asegurar el mejor cumplimiento 
de los fines institucionales y dar cuenta de ello ante quien, en su 
caso, corresponda40. 
5. En puridad, con independencia del substrato estructural 
institucional, corporativo o asociativo de cada universidad o esta-
blecimiento educativo -en la medida en que cualquiera de ellos 
sea posible y operativo en la práctica- y, por ende, de quién pue-
da considerarse sujeto último de imputación sociológica, empre-
40. Vid. SSTC 13 febrero 1981, FJ 15, Y 77/85, FJ 21. 
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sarial O política de la organización, en su caso, personificada, en 
que consista, 10 cierto es que la autonomía de cada universidad o 
de cada establecimiento escolar no tiene, como tal, otro sujeto ju-
rídico que la persona jurídica o la organización en que una u otro 
se constituyan41 . Como se dijo certeramente en el voto particular 
de Rubio Llorente -al que se adhirió Díaz Eimil- a la STC 
26/1987 sobre la LRU, "resulta ontológicamente imposible que la 
autonomía de una persona jurídica de Derecho Público resulte 
vulnerada por las atribuciones conferidas a uno de sus órganos 
cuyos actos son, por definición, actos de la persona misma". "No 
creo ( ... ) que se pueda mudar el sujeto y trasladar la titularidad del 
derecho de la Universidad a la comunidad universitaria", conclui-
ría lapidariamente, por su parte, el voto particular del Prof. Díez-
Picazo. 
IV. RAZÓN DE SER Y CONDICIONAMIENTOS JURÍDICOS DE LA 
AUTONOMÍA "ESCOLAR" DE LOS CENTROS PÚBLICOS 
1. Por qué la autonomía de las universidades y de los centros 
educativos públicos 
1. Aunque la fundamentación de la autonomía de los estable-
cimientos educativos públicos es distinta según se trate de la 
universidad y -en los muchos países en que existen- de otros 
establecimientos superiores en los que la actividad de enseñanza 
sea más dependiente de la crítica, la investigación y la innovación 
41. En puridad sólo admitirá una atribución propiamente subjetiva si se 
configura como persona jurídica, aunque por analogía pueda predicarse y asig-
narse con otras técnicas si se conforma como una organización con márgenes 
de decisión propia y no subordinada a directrices concretas, en el seno o bajo la 
cobertura de la persona jurídica de la que forme parte. 
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científica -incluyendo su aplicación a la técnica o al arte-42, o, 
por el contrario, de centros escolares de los niveles primario -o 
preprimario- y secundario, en todos ellos hay algún elemento 
común y específico que puede abonar la conveniencia de su auto-
nomía, precisamente por tratarse de establecimientos públicos o 
de fundación pública. Ante todo, la conveniencia de establecer 
distancias con respecto a la influencia política partidista que po-
dría suponer la dependencia sin más del gobierno estatal, regional 
o municipal de que se tratara, aunque también la conveniencia de 
facilitar una cierta diversificación y adaptación del proyecto edu-
cativo a las peculiaridades que pueden concurrir de modo gene-
ralizado en los escolares de cada centro o de algunos de ellos. La 
primera razón es notablemente más importante a medida que se 
asciende en el nivel dentro del sistema educativ043, siendo parti-
cularmente relevante para la universidad y demás estableci-
mientos de enseñanza superior«, mientras que con la segunda 
42. Abundan las explicaciones sobre la necesaria vinculación entre ense-
ñanza e investigación o estudio, entre transmisión y construcción crítica de la 
ciencia como algo específico de la universidad. Se ha dicho también con toda 
razón que aquí radica el por qué siempre, bajo cualquier régimen y sistema 
organizativo, salvo excepciones de imposición totalitaria sostenida con fir-
meza, ha sido consustancial a la universidad la autonomía como expresión de la 
libertad académica (vid. Tomás-Ramón FERNÁNDEZ, La autonomía univer-
sitaria ... , cit., pp. 46 Y ss.). 
43. Cfr. STC de 13 febrero 1981, FJ 9. 
44. Esto explica que la autonomía haya aparecido primero y esté más con-
solidada, con uno u otro alcance, en las universidades, vinculada precisamente 
con la garantía de las libertades académicas. La STC 26/1987 -influida por la 
interpretación germánica de la libertad científica, como recuerda Blanca 
LOZANO (La libertad de cátedra, Marcial Pons, Madrid 1995, p. 133)- ha 
hablado de la autonomía universitaria como "dimensión institucional de la li-
bertad académica que garantiza y completa su dimensión individual, cons-
tituida por la libertad de cátedra", imprescindibles una y otra para el "espacio 
de libertad intelectual" sin el que no es posible "la creación, desarrollo, trans-
misión y crítica de la ciencia, de la técnica y de la cultura ( ... ) que constituye la 
última razón de ser de la Universidad". 
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ocurre lo contrario: su relevancia es mayor a medida que se 
desciende en el nivel educativo, si bien guarda también estrecha 
relación con las dimensiones de la Administración educativa de la 
que los centros dependan, siendo más importante lógicamente en 
el caso de muy grandes redes de centros dependientes de la 
misma Administración, con el consiguiente riesgo de mayor uni-
formidad aplicable a zonas de población heterogéneas. 
2. La justificación de la autonomía radica en lo dicho y 
demanda el reconocimiento de ámbitos de regulación y decisión a 
favor de los órganos específicos de dirección del establecimiento, 
que le permitan concretar el proyecto educativo o académico del 
modo más adecuado, tanto en el orden de los objetivos y organi-
zación de las enseñanzas y de las actividades conexas con ella, 
corno en el orden de la elección de los procedimientos y dispo-
sitivos orgánicos para la torna de decisiones, en su caso, corno en 
el orden de la captación y gestión de recursos materiales y per-
sonales, e incluso en el orden de la admisión de estudiantes. Esos 
ámbitos podrán tener una u otra amplitud según una multiplicidad 
de consideraciones y de condicionamientos derivados de otros 
principios organizativos de obligado respeto. 
2. Fundamento e instrumentación del principio de partici-
pación 
l. Venirnos reiterando que la autonomía no exige de suyo 
autogestión por parte de la comunidad escolar o académica, ni la 
Se ha dicho, sin embargo, con razón y autorizadamente que la adecuada 
protección de la libertad académica no exige de suyo, la autonomía universi-
taria, como lo prueba la misma historia no tan lejana de muchos sistemas uni-
versitarios europeos; vid. G. VEDEL, La experiencia de la reforma universi-
tariafrancesa: autonomía y participación, Cuadernos Civitas, Madrid 1978, y 
E. GARCÍA DE ENTERRÍA, "La autonomía universitaria", Revista de Ad-
ministración Pública, 117, sept-dic 1988, p. 13. 
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llamada cogestión. Lo que sí que exigen muchos ordenamientos, 
incluso a nivel constitucional, es un principio de participación, 
particularmente en los establecimientos públicos, o, como en el 
caso de lo dispuesto en el arto 27.7 de la Constitución española de 
1978, en los "centros sostenidos con fondos públicos", sean 
públicos o privados, lo que comporta una desacertada 
justificación implícita de la participación por la financiación 
pública y no por la fundación y dependencia públicas del centro. 
2. Aunque los principios de participación y de autonomía son 
cosas distintas y pueden aplicarse en realidad de diversos modos, 
independientemente el uno del otro, ambos principios se entre-
mezclan en la generalidad de los planteamientos que se vienen 
haciendo en los últimos treinta años sobre la autonomía escolar o 
académica e incluso, las más de las veces, se confunden, pese a su 
diferenciación, como vimos, en los · textos constitucionales que se 
ocupan de ellos de modo explícito. 
3. Ciertamente además puede afirmarse que, aun siendo dis-
tintos, uno y otro principio obedecen a una justificación similar. 
También el principio de participación, junto a ser, en buena me-
dida, y, al menos en cuanto se aplica a los centros públicos, una 
particularización del principio más general de participación admi-
nistrativa de los "interesados", en cuanto tales y no en su con-
dición más general de "ciudadanos", que se aplica en los más 
diversos ámbitos de la Administración pública, y con especial 
énfasis precisamente desde el final de los años sesenta -nuestra 
Constitución lo proclama explícitamente en relación concreta-
mente con "los organismos públicos cuya función afecten directa-
mente a la calidad de la vida o al bienestar general" (art. 129)-, 
suele fundamentarse más en concreto en este ámbito de los 
centros educativos o académicos, de una parte, en la protección 
de las libertades académicas y, de otra, en las necesidades de 
adaptación del proyecto y de la actividad escolares a las nece-
sidades de los alumnos -interpretadas o percibidas por los padres 
en su minoría de edad- y al criterio de los profesores del centro 
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-aun dentro de ciertos límites- en orden a obtener la mayor efi-
cacia y calidad en la consecución de los objetivos. Es decir, como 
la autonomía. Y como veíamos en ésta, también se enfatiza más 
10 primero en la enseñanza superior o universitaria y 10 segundo 
en los otros niveles educativos45 . 
4. Ya hemos dicho que nuestra Constitución obliga a entender 
que la fundamentación de esta participación tiene que ver, al 
menos también, con la financiación pública del centro educativo. 
No han faltado quienes han sostenido, antes y después del art. 
27.7 y no sólo en España, que sería precisamente la financiación 
pública 10 que obligaría a un control de su aplicación por parte de 
padres y, en su caso, alumnos, y profesores, es decir por la co-
munidad escolar. Siempre nos ha parecido desorientado este mo-
do de situar la fundamentación de su participación, ya que, tra-
tándose de fondos públicos, quien debe asegurar el control de su 
aplicación específicamente no son los usuarios ni los prestadores 
del servicio que recibe ese soporte público, sino los represen-
tantes de quienes los aportan, es decir los gobiernos respectivos y 
las asambleas representantivas de los ciudadanos que deban fisca-
lizarlos, con ayuda, normalmente, de órganos como el Tribunal 
de Cuentas y los demás que disponga oportunamente el ordena-
miento. Es 10 que se deriva, además, en nuestro Derecho, de 
45. Se dirá así, por ejemplo, que "la autonomía universitaria, como autono-
mía para la ciencia, ( ... ) excluye no sólo las intervenciones "desde fuera" que 
pretendan limitarla, sino también las intervenciones "desde dentro" suscep-
tibles de producir idéntica limitación" y que por eso "las decisiones en materia 
de enseñanza e investigación deben estar, por lo tanto, en manos de quienes 
protagonizan dichas funciones" (Tomás-Ramón FERNÁNDEZ, La autonomía ... , 
cit., p. 52). Habrá que determinar, no obstante, qué se comprende en esta no-
ción, cuestión decisiva para fijar el alcance de unos derechos de decisión o de 
participación resolutoria, lo que, por lo demás, no podrá hacerse sin tener en 
cuenta la relación entre la cualificación académica personal y el contenido de 
las decisiones de que se trate (ibid., p. 53), punto éste en el que han insistido la 
jurisprudencia constitucional alemana y francesa de los años setenta y las 
recomendaciones internacionales en la materia. 
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cuanto disponen los arts. 134 y 136 de la Constitución, o el 153, 
d). 
3. Condicionamientos derivados de las exigencias del prin-
cipio democrático46 
l. No puede olvidarse, por otra parte, que toda actividad 
imputable a los Poderes públicos, directa o indirectamente, debe 
conformarse a las exigencias de lo que el arto 1 de la Constitución 
Española califica como Estado democrático de Derecho. Y el 
principio democrático, como es sabido, no es sino la exigencia de 
que toda la actividad legislativa y administrativa de los Poderes 
públicos, en cualquiera de sus manifestación, sea gobernada, diri-
gida, fiscalizada por el pueblo, por el conjunto de los ciudadanos 
y sus legítimos representantes, libremente elegidos por sufragio 
universal en elecciones periódicas (art. 23.1 Constitución Espa-
ñola). De entre las actuaciones del Poder público sólo la de la 
Justicia, la del Poder Judicial (y la del TC), se independiza de 
cualquier dirección política o popular, tal y como se desprende 
del arto 117 de la misma Constitución (y del 159, para el TC), en 
aras precisamente de la garantía del Estado de Derecho, debiendo, 
no obstante, someterse siempre al "imperio de la ley" (empe-
zando por la Constitución) con cuanto contiene de expresión de-
mocrática de la voluntad popular, aunque bajo forma normativa y 
46. Por exigencias de limitación de este trabajo no podemos entrar en otras 
limitaciones y condicionamientos de las autonomía universitaria y escolar que 
derivarán de principios tan esenciales al Estado de Derecho como el de lega-
lidad e igualdad y cuantos dependen de ellos. así como de los propios del 
Estado Social o del Estado Autonómico español (que obliga a tomar en cuenta 
la distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas 
en relación con las universidades y centros escolares, y materias conexas) o, en 
fin, los que puedan desprenderse -hoy por hoy aún en pocos aspectos a este 
respecto- de la condición propia del Estado español como integrado en la 
Unión Europea. 
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con determinadas garantías de objetividad impersonal, abstracta y 
general. La admisión de organizaciones, organismos, estableci-
mientos o entidades de carácter público en posición de "indepen-
dencia", fuera de 10 dicho para el Poder Judicial y el TC, hay que 
considerarlo algo rigurosamente excepcional y necesitado de 
algún anclaje específico en la Constitución que 10 justifique sufi-
cientemente. Toda la problemática sobre la aceptabilidad de las 
llamadas Administraciones independientes gira en tomo a esta 
trascendental cuestión. En el bien entendido de que las corpora-
ciones públicas, tanto las territoriales corno las sectoriales, tienen 
su propio soporte democrático en la colectividad pública terri-
torial o sectorial que con ellas adquiere forma y reconocimiento 
jurídicos, además de requerir en su creación la pertinente valo-
ración democrática por parte de la entidad pública superior com-
petente para ello. La autonomía en particular de las corporaciones 
sectoriales no puede confundirse en tal sentido con la "indepen-
dencia" administrativa de la que hablábamos, y el mandato ex-
plícito de los arts. 36 o 52 de que habrán de ser democráticas no 
significa que su gobierno deba depender de la entidad territorial 
que las cree o reconozca y de su ciudadanía organizada, sino de 
su propia base corporativa, bajo análogos criterios democráticos a 
los que se aplican a las colectividades públicas territoriales, tras-
ladados a esa colectividad sectorial. 
3. El autogobierno autogestionario de las universidades o de 
los centros escolares no puede invocar, para tratar de justificarse, 
el principio democrático, salvo cuando fueren organizaciones aso-
ciativas o corporativas en cuanto tales, 10 que no es el caso en 
principio en España ni en el entorno europeo. La comunidad aca-
démica o escolar no constituye usualmente una colectividad polí-
tica o político-administrativa en la que se sustente la universidad 
o el centro educativo, según ya hemos explicado, y, menos aún, 
puede ser -en el caso de los establecimientos públicos- una so-
ciedad, cooperativa o asociación privada que se gobierne por sus 
propios principios, que, aunque en un sentido analógico pudieran 
494 J. L. MARTÍNEZ L6PEZ-MUÑIZ 
denominarse también democráticos, no serían sino simplemente 
sociales o asociativos (cooperativos o no). Desde luego en el ám-
bito de los centros públicos, invocar la democracia para justificar 
la entrega de su gobierno y administración a la comunidad esco-
lar, sólo tendría sentido si se configurasen como corporaciones 
públicas, debiendo además aplicarse cuantas limitaciones exige 
imponer a las corporaciones tanto el Estado de Derecho como el 
propio principio democrático, que ha de presidir la organización y 
acción de las sociedades políticamente organizadas47. 
4. Pero es que además y sobre todo, lo cierto es que el princi-
pio democrático lo que exige es el mantenimiento de los necesa-
rios poderes de conformación, gobierno, dirección y fiscalización 
de los centros docentes o académicos públicos de toda especie en 
la Administración educativa y en el gobierno y asamblea repre-
sentativa popular de que dependa, por más que ello deba articu-
larse convenientemente con el principio de autonoITÚa y el de par-
ticipación de la comunidad escolar o académica. Ni éstos deben 
afirmarse olvidando lo exigido por el principio democrático, co-
mo si cada universidad o centro público fuera "propio" de su 
cambiante comunidad académica o escolar, ni éste debe aplicarse 
desconociendo o marginando en la práctica cualquier relevancia 
de aquéllos. La autonoITÚa universitaria o escolar no equivale a 
pura "independencia", ni siquiera con el alcance limitado con que 
ésta en realidad se predica en el orden administrativo para algunas 
"autoridades". La autonoITÚa de los centros y universidades pú-
blicos debe configurarse de modo que se mantenga la efectividad 
del principio democrático, y los gobiernos respectivos, democrá-
ticos, o los órganos que alternativamente puedan configurarse, 
quizás, bajo la dependencia directa y plural de los correspon-
dientes parlamentos, puedan marcar y controlar al menos los 
47. Sobre la cuestión de la compatibilidad limitada de las corporaciones 
sectoriales de Derecho público y el Estado social y democrático de Derecho, 
nuestro TC se ha pronunciado varias veces (SSTC 89, 132 Y 139/89, 35/93, 
74/94, 194/98, etc.). 
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objetivos estratégicos y las principales decisiones de gobierno, 
además de, por supuesto, determinar el marco presupuestario y 
fiscalizar su ejecución48. 
V. RAZÓN DE SER Y CONDICIONAMIENTOS JURÍDICOS DE LA 
AUTONOMÍA "ESCOLAR" DE LOS CENTROS PRIVADOS 
1. Alcance de la aplicabilidad de la autonomía "escolar" a 
los centros privados: examen de su justificación 
1. Los establecimientos de enseñanza privados49, de cualquier 
nivel, presentan con respecto a los públicos una diferencia 
48. Sobre el planteamiento de la cuestión en Alemania, donde ha habido 
varias intervenciones del Tribunal Constitucional, vid. Max-Emanuel GEIS, 
"Moglichkeiten und Grenzen schulischer Partizipationsregelungen am Beispiel 
der sogenannten Schulkonferenz", y Friedhelm HUFEN, "Verfassungs-
rechtliche Mogligkeiten und Grenzen schulischer Selbstgestaltung", en Frank-
Rüdiger JACH & Siegfried JENKNER (Hrsgn.), Autonomie der staatlichen 
Schule undfreies Schulwesen (Festschrift zum 65. Gerburstag von J. P. Vogel), 
Duncker & Humblot, Berlin 1998, pp. 31-50 Y 51-73 respectivamente. 
El Ministro Luc FERRY ha advertido, por su parte, en Francia, justo al 
tiempo de afirmar que "la autonomía de los establecimientos escolares podría 
ser la clave de las demás reformas" (Lettre a tous ... , cit., p. 18), que, al optar 
por la confianza, desconcentrando iniciativas y responsabilidades, no dejará de 
velar porque esto "no se traduzca en un abandono de los profesores a sí mis-
mos", porque "si no quiere ser percibida como la política de "arréglenselas 
ustedes", la desconcentración no debe aparecer como un cómodo abandono de 
responsabilidad por parte de los escalones superiores: no se trata, so pretexto de 
"autonomía", de trasladar toda la carga a los establecimientos y sus docentes, 
que, por sí y cada día, tendrían así que refundar la legitimidad de su enseñanza 
y de sus opciones pedagógicas" (op. cit., pp. 59-60). 
49. Algunos prefieren llamarlos "de iniciativa social", no gubernamentales 
o "libres", pero la adjetivación que utilizamos, y que es usual, no tiene o no 
debe tener ninguna connotación peyorativa. Su adecuado uso debería, por el 
contrario, contribuir a rectificar las ideas sobre lo privado, aplicadas a la pro-
piedad, a las empresas, al mismo Derecho, de modo que no se vinculen a la 
idea de lucro o de intereses egoístas e insolidarios, sino simplemente a lo que 
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sustantiva de la mayor trascendencia, y es que pueden ser y serán 
normalmente expresión de proyectos docentes o académicos con 
un grado de determinación que no será admisible, en principio, en 
los públicos, dado que éstos deben estar necesariamente abiertos 
al entero pluralismo real de la sociedad, tanto en su profesorado 
como en su alumnado, sin que los proyectos que establezcan y 
gestionen puedan incluir determinaciones opcionales que pudie-
ran comportar exclusiones5o. Lo público se debe en igual medida 
a todos sin posibilidad de distinciones por razón de las prefe-
rencias u orientaciones educativas, pedagógicas, filosóficas, reli-
giosas o culturales de unos u otros, dentro de lo exigido también 
para todos por el común ordenamiento jurídico, aunque, como ya 
se ha dicho, pueda y deba adaptarse, en lo posible, a lo que re-
sulte ampliamente mayoritario en su alumnado. Lo privado, en 
tanto fruto de iniciativas libres, acogidas también con libertad, no 
guardan esa obligada vinculación con el pluralismo de la sociedad 
de modo que deban necesariamente acogerlo en su interior, sino 
que, por el contrario, pueden legítimamente instrumentar op-
ciones determinadas con relevancia para la actividad docente o 
académica, siempre que la razón de su especificidad, de su "ca-
rácter" o "ideario" propio,· no se sitúe en aspectos que la harían 
inadmisiblemente discriminatoria, lesiva, pues, del principio de 
igualdad que se garantiza en los ordenamientos constitucionales 
del Estado de Derecho, en los textos internacionales de derechos 
humanos, etc. El legítimo pluralismo social, que debe ser necesa-
riamente acogido en los centros públicos (y aún en los privados, 
cuando no haya real libertad de opciones alternativas), puede 
se refiere a los sujetos distintos de los Poderes públicos, sin que ello se oponga 
a su eficaz servicio al bien común, que es, tantas veces, mejor servido precisa-
mente por o desde lo privado -y la libertad que le es esencial- que por lo 
público. 
50. Sobre la importancia de distinguir el status de universidades o centros 
públicos y el de unas y otros privados, vid. nuestros trabajos "La educación ... " 
(1980), pp. 269-288, Y "El arto 27 ... " (1993), pp. 29 y ss. 
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serlo también total o parcialmente en los privados que así lo 
determinen libremente, pero debe poder expresarse igualmente a 
través de una pluralidad de centros privados que encaucen las 
diversas opciones que cuenten con real respaldo social, justa-
mente como expresión de la libertad de enseñanza entendida co-
mo libertad escolar, como libertad de creación y dirección de cen-
tros docentes o académicos por cualquier persona física o juó-
dica, distinta de los Poderes públicos. 
2. Esta especificidad de los proyectos escolares y académicos 
privados --en el grado que sus creadores deseen, para responder 
mejor a las reales preferencias sociales- es ciertamente funda-
mental e imprescindible para el ejercicio de los derechos y liber-
tades individuales en el ámbito de la educación y de la investi-
gación científica, técnica o artística -tanto del derecho a la edu-
cación en libertad como del derecho a la libertad de expresión 
docente o las demás libertades académicas- , aunque a la vez 
comporte límites. Por la importante razón de que la enseñanza o, 
en general, la actividad académica, es prácticamente siempre una 
actividad necesariamente compartida ("colegial" ciertamente) por 
un número variable de personas, que concurren a la ejecución de 
un proyecto: sobre todo una multiplicidad de profesores, cuya 
actividad se dirigirá a una multiplicidad de alumnos, afectando, si 
estos son menores, a sus padres o tutores. El modo de orientar y 
llevar a cabo su actividad unos repercute en los otros, y todos se 
encuentran vinculados por el proyecto común. Muchos pueden 
preferir muy legítimamente implicarse en un proyecto con el 
grado de determinación específica que pueden tener los centros 
privados, por entender que eso potencia el rendimiento de su 
propia actividad y les permite ejercer en consecuencia sus de-
rechos o libertades en la enseñanza y en la investigación de modo 
más pleno, aunque ello comporte a la vez el compromiso de re-
nunciar a llevar a cabo otros planteamientos o métodos y orien-
taciones, que podóan quedar abiertos en un proyecto menos de-
terminado y, desde luego, en principio, en un centro público. La 
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dirección del centro deberá garantizar precisamente la fidelidad 
de todos al compromiso de todos con ese proyecto con deter-
minado "carácter", como medio de proteger precisamente la op-
ción libre efectuada por unos y otros, como garantía en suma de 
la libertad de los comprometidos en ello libremente51 . 
Sería irreal, por 10 demás, desconocer que, incluso en los cen-
tros públicos bien constituidos, aun con todas las garantías jurí-
dicas para las libertades académicas, sobre todo en los niveles 
superiores o universitarios, no es verdaderamente indiferente ejer-
cerlas de un modo u otro, sostener unas u otras tesis, aplicar unos 
u otros métodos, adscribirse a unas u otras escuelas de pensa-
miento. Es muy frecuente que eso tenga "sanciones" más o menos 
sutiles, no ciertamente jurídicas, pero muchas veces no menos 
incisivas en la vida real de las personas, por más que se cultive el 
talante más abierto, tolerante y amante del pluralismo y de la 
libertad que pueda imaginarse. No pocas veces, incluso, son jus-
tamente estos grandes valores o bienes los que se invocan para 
actuar en su propia contra, aunque por vías que el Derecho difí-
cilmente podrá impedir. En los centros públicos de todo el mundo 
funcionan de muchos modos'los grupos y las escuelas, al margen 
de las normas jurídicas, por supuesto, y al amparo precisamente 
del legítimo pluralismo y de la imposibilidad de una predefi-
nición absoluta del mérito y la capacidad o de 10 que está mejor y 
peor fundado científicamente en el ámbito docente y académico. 
Pues bien, que estas u otras "agrupaciones" puedan tomar for-
ma reconocida como expresión del ejercicio de las legítimas li-
bertades de todos -incluida la libertad de contratación y de aso-
ciación para comprometerse con otros en proyectos comunes- en 
51. Sobre los problemas que pueden surgir y el modo de resolverlos se ha 
ocupado la doctrina. Vid. por ejemplo, Blanca LOZANO, La libertad de cáte-
dra, cit., pp. 266 Y ss., Y las referencias doctrinales allí efectuadas. Para el caso 
de los centros concertados en el Derecho español, vid. Isabel DE LOS MOZOS 
TOUY A, Educación en libertad y concierto escolar, Ed. Montecorvo, Madrid 
1995, pp. 583 Y ss. 
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un marco abierto por igual también a todos, no puede sino ser 
recibido muy favorablemente. Yeso es lo que, en último término, 
sucede cuando cuaja un proyecto escolar o académico privado. 
3. Lo expuesto nos llevará a afirmar que, lógicamente, la auto-
nomía de los centros privados se justificará, en cuanto sea nece-
saria, en razones no coincidentes con las que fundamentan la 
autonomía de los centros públicos. y no sólo porque ellos no pro-
ceden ni dependen de los Poderes públicos, ni por tanto de la 
política en sentido estricto, frente a lo que aparecen más que su-
ficientemente defendidos o protegidos por la libertad pública fun-
damental que los sustenta; sino porque, al ser el resultado de la 
libre concurrencia de cuantos componen la comunidad escolar o 
académica en tomo al proyecto ofertado libremente por el "titu-
lar" o persona que los funda o crea, la garantía de las libertades 
académicas de todos y la necesaria adecuación del proyecto a las 
necesidades específicas de aquellos a quienes sirve, habrán de 
resultar precisamente del correcto cumplimiento del libre com-
promiso adquirido por unos y otros con el proyecto, sin que sea 
necesario más. 
4. ¿Qué razón puede haber entonces para preconizar o incluso 
exigir autonomía también para los centros privados, y no ya la 
mera autonomía frente a los Poderes públicos inherente a su 
libertad frente a ellos -aun sometidos como están lógicamente al 
ordenamiento jurídico y a las potestades públicas que aseguren su 
cumplimiento- sino autonomía respecto a sus creadores o funda-
dores? 
En el caso de haber alguna, concretamente para el nivel propio 
de las universidades -como se ha entendido en más de un sistema 
constitucional y sobre todo en más de una legislación, y con-
cretamente bajo el arto 27.10 de la vigente Constitución Española, 
tal como se refleja en la actual LOU-, sólo podría encontrarse en 
una cierta analogía con lo que funda la autonomía de las públicas 
en cuanto garantía en particular de las libertades académicas. 
Dicha razón sería entonces la exigencia de la mayor objetivación 
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y fijación posible del proyecto universitario de que se trate, su 
"carácter" en el más amplio sentido, mediante su personificación 
formal diferenciada de la personalidad de su fundador, aunque 
éste pueda organizar su estructura de modo que su voluntad fun-
dacional, como dijimos, pueda garantizar su continuidad de modo 
efectivo en forma de voluntad directiva. El arto 13.4 del Pacto 
Internacional de derechos económicos, sociales y culturales de 
Naciones Unidas -como ha reconocido el TC español- es con-
tundente al respecto de reconocer el derecho de dirección al mis-
mo sujeto al que se reconoce el derecho de creación. La auto-
nomía no podrá comportar, en suma, sino cierta diferenciación y 
distancia formal y real, pero sin que con ello pueda privarse en el 
fondo al fundador o creador, de las riendas del poder directivo, 
debidamente objetivadas, sin embargo, del modo indicado. 
Con esa objetivación del proyecto tal vez llegue a garantizarse 
mejor el alcance del compromiso de profesores y alumnos y con-
tribuirse así a asegurar mejor también sus libertades académicas, 
tanto en cuanto queden voluntariamente limitadas o comprome-
tidas al optar por él (a la vez que potenciadas en la dirección ele-
gida), como en el ámbito de lo que no quede condicionado por 
ello. Los órganos de gobierno del establecimiento personificado 
deberán velar por lo uno y por lo otro, imputándose su actuación 
y su responsabilidad a esa persona "autónoma" en que quede 
constituida. 
2. Aplicabilidad del principio de participación 
1. Puede ser perfectamente razonable reconocer la aplicabi-
lidad también a los centros privados de enseñanza del principio 
de participación de los distintos componentes de la respectiva 
comunidad escolar o académica, aunque no estén presentes aquí 
las razones que han llevado a justificarlo y exigirlo en el ámbito 
de los establecimientos públicos y de la actuación de las Admi-
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nistraciones públicas, o no lo estén del mismo modo en lo que 
sean similares 
2. Qué duda cabe que de la implicación razonable de profe-
sores, alumnos, en su caso, o padres o tutores, en cuanto se refiere 
a la marcha de la actividad escolar o académica, pueden derivarse 
beneficios para la concordia, la cohesión y la mejor colaboración 
de todos con lo que se hace, para compartir, en suma, respon-
sabilidades a la hora de ir decidiendo la ejecución de un proyecto 
determinado que ha concitado inicialmente su adhesión. 
3. Lo importante será determinar el alcance y modalidades de 
esa participación para que sea operativa y eficaz, lo que razona-
blemente debe quedar en manos de la libertad organizativa del 
"titular" o fundador, como parte precisamente de la determina-
ción del proyecto que a él le corresponde en ejercicio de su li-
bertad. El que lo haga con un grado u otro de flexibilidad, de 
apertura a un tipo u otro de concreciones mediante la misma 
participación que él decida implantar, será algo que debe quedar 
dentro de dicha libertad de configuración del proyecto que oferte 
a la sociedad. No parece que la ley pueda encontrar justifica-
ciones para restringir sensiblemente esa libertad de configuración 
de la participación, siempre que, naturalmente, al ejercitarse ésta 
no se entre a imponer limitaciones en otras libertades públicas 
constitucionalmente garantizadas (la de asociación, por ejemplo). 
3. Su articulación con la libertad pública de creación y 
dirección de centros de enseñanza 
1. Si la autonomía imponible a los centros privados encuentra 
serios límites en el derecho a la libertad de creación y dirección 
de todo tipo de centros por cualquier persona física o jurídica 
distinta de los Poderes públicos, lo mismo ha de afirmarse ahora, 
con no menor énfasis, con respecto al principio de participación 
de la comunidad escolar o académica, con la que tantas veces, 
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como venimos subrayando, aun siendo algo distinto, tiende a 
confundirse aquélla. 
2 El TC español lo dejó dicho con claridad y contundencia, 
bastante tempranamente, en su Sentencia 77/85 sobre la LODE, 
FJ 20. Tras señalar que "es forzoso reconocer la existencia de un 
derecho de los titulares de Centros docentes privados a la direc-
ción de los mismos, derecho incardinado en el derecho a la li-
bertad de enseñanza de los titulares de dichos Centros", dedu-
ciéndolo del arto 13.4 del ya citado Pacto Internacional, por su 
valor hermenéutico constitucional, y abundar aún en su funda-
mentación razonando que "el acto de creación o fundación de un 
Centro no se agota en sí mismo, sino que tiene evidentemente un 
contenido que se proyecta en el tiempo y que se traduce en una 
potestad de dirección del titular", y que este derecho a dirigir el 
centro es "una garantía" del "derecho a fijar un carácter propio" 
para el Centro que se crea52, dijo también que este derecho a la 
dirección implica, en su contenido esencial, "el derecho a garan-
tizar el respeto al carácter propio y de asumir en última instancia 
la responsabilidad de la gestión, especialmente mediante el 
ejercicio d.e facultades decisorias en relación con la propuesta de 
Estatutos y nombramiento y cese de los órganos de dirección 
administrativa y pedagógica y del Profesorado", debiendo quedar 
libre "de limitaciones absolutas o insalvables o que lo despojen 
de la necesaria protección" o conduzcan "a una situación de im-
posibilidad o grave dificultad objetiva para actuar en sentido 
positivo ese contenido discrecional". De ahí se seguiría, como 
diría poco más adelante, con toda claridad, en el FJ 21, que este 
derecho a la dirección constituye un límite infranqueable al alcan-
ce con el que la ley pueda configurar los derechos de partici~ 
52. Nos habíamos ocupado de ello en ténninos similares en "La educación 
en la Constitución Española ... ", cit., p. 273. Vid. también nuestro estudio sobre 
"Requisitos y efectos jurídicos del carácter propio de los centros educativos", 
Ius Canonicum, vol. XXXIX, n. 77, enero-junio 1999, pp. 15-25. 
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pación de profesores, alumnos o padres que contempla el arto 27.7 
de la Constitución53. 
VI. CONCLUSIONES 
La autonomía institucional de los establecimientos educativos, 
particularmente en la enseñanza superior y sobre todo en la uni-
versitaria en su más estricto sentido, ha comenzado a ser incluida 
por Naciones Unidas en el ámbito exigido por los derechos y 
libertades fundamentales en materia de educación y de investiga-
ción y creación científica, encuentra amparo en varias Constitu-
ciones y está siendo reconocida y desarrollada por diversas 
legislaciones nacionales, muy principalmente en relación con los 
establecimientos públicos, pero también con respecto a los pri-
vados. 
Aunque aparece con frecuencia confusamente entremezclada 
con la participación en la gestión de los respectivos estableci-
mientos por parte de la comunidad académica o escolar corres-
pondiente, en diversas formas de cogestión o autogestión, los tex-
tos internacionales, constitucionales y aun meramente legales 
suelen distinguir. Esa distinción y la contención, tanto de la auto-
nomía de las instituciones como de la participación de sus respec-
tivas comunidades académicas o escolares, dentro de los límites 
que imponen, en los centros públicos, destacadamente el prin-
53. "La fórmula es extremadamente amplia en cuanto deja a la libre apre-
ciación del legislador ( ... ) la definición de los términos, es decir, del alcance, 
del procedimiento y de las consecuencias que hayan de darse a la intervención 
"en el control y gestión" (STC 5/81, 13 febrero, FJ 15). "Este derecho puede 
revestir, en principio, las modalidades propias de toda participación, tanto in-
formativa como consultiva, de iniciativa, incluso decisoria dentro del ámbito 
propio del control y gestión ( ... ). Se deja así por la Constitución Española a la 
libertad de configuración del legislador la extensión de esta participación, con 
los límites consistentes en el respeto del contenido esencial del derecho garan-
tizado y de otros mandatos constitucionales" (STC 77/85, 27 junio, FJ 21). 
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cipio democrático y otros del Estado de Derecho, en los privados 
el derecho fundamental de toda persona física o jurídica distinta 
de los Poderes públicos a la libertad de creación y dirección de 
todo tipo de establecimientos educativos, y en ambos su natura-
leza más común de organizaciones de tipo institucional o funda-
cional, resultan decisivas para que, tanto la autonomía como la 
participación, sirvan positivamente al derecho a la educación y al 
aprendizaje y el estudio en libertad y no lo perjudiquen ni mar-
ginen, y, para que, inescindiblemente, contribuyan a una eleva-
ción de la calidad de la enseñanza y de cuanto con ella se rela-
ciona -destacadamente el incremento del saber que pueda trans-
mitirse con ella, particularmente en la enseñanza superior-, y no a 
su deterioro y empobrecimiento, provocando, lamentablemente, 
toda una reata de males adicionales. 
Ni la autonomía ni la participación de la comunidad escolar 
pueden suplantar, en modo alguno, a la libertad escolar, ni reducir 
la trascendencia que tiene la debida garantía y efectividad de esa 
libertad fundamental de ofertar proyectos educativos específicos 
y de asegurar su ejecución y mantenimiento, así como la de poder 
optar por ellos -como receptor de la educación o como implicado 
en su impartición- en la máximas condiciones posibles de 
igualdad. 
Esencial también a esos componentes de la educación en 
libertad habrá de ser la segura operatividad de los mecanismos 
que aseguren la realización efectiva de cada uno de los proyectos 
que conciten la adhesión suficiente de padres o/y alumnos, pro-
fesores y demás personal necesario. De ello ha de responsabi-
lizarse el "poder organizador" correspondiente o "titular" del pro-
yecto, sin que deba permitirse una traslación de tal responsa-
bilidad a la comunidad escolar o académica si esto no forma parte 
precisamente del proyecto ofrecido y establecido legítimamente 
por aquél. La autonomía y la participación deben articularse ade-
cuadamente con estas exigencias insoslayables. 
